
• UNIVERSIDAD LASALLISTA BENAVENTE. 

Escuela de Derecho Incorporada a la 

UNIVERSIDAD NACIONAL AUTONOMA 
DE MEXICO 

Clave 8793-09 

LOS DERECHOS SUBJETIVOS DE LOS DETENIDOS. 

TESIS 

Que para obtener el título de 

LICENCIADO EN DERECHO. 

Presenta: 

ALEJANDRA PATRICIA BRISEJVO GOMEZ 

TESIS CON 
FALLA DE ORIGEN 

Celaya, Gto. Septiembre de 1994 

1 

1 

.¡', 
.. 



UNAM – Dirección General de Bibliotecas Tesis 

Digitales Restricciones de uso  

  

DERECHOS RESERVADOS © PROHIBIDA 

SU REPRODUCCIÓN TOTAL O PARCIAL  

Todo el material contenido en esta tesis está 

protegido por la Ley Federal del Derecho de 

Autor (LFDA) de los Estados Unidos 

Mexicanos (México).  

El uso de imágenes, fragmentos de videos, y 

demás material que sea objeto de protección 

de los derechos de autor, será exclusivamente 

para fines educativos e informativos y deberá 

citar la fuente donde la obtuvo mencionando el 

autor o autores. Cualquier uso distinto como el 

lucro, reproducción, edición o modificación, 

será perseguido y sancionado por el respectivo 

titular de los Derechos de Autor.  

 



INDICE. 



INDICE. 

INTRODUCCION .......................................................................................................................... l 

CAPITULO I.- LAS GARANTIJ\S INDIVIDUALES EN EL PROCESO PENAL. 

l.- La garnntla de legalidnd ........................................................................................................................ 5 

2.- La gnrnntln de seguridad jurldica ........................................................................................................ 12 

3.- Las gnrnntinR que prohiben In nbsolución de In in.~lllllcin y el principio del non bis in idem. ............. 18 

4.- La gnmntln de Litis ccrrndn ................................................................................................................ 23 

CAPITULO JI.- DERECHOS SUBJE'l1VOS DEL DETENIDO. 

1.- La fncullnd de no nutoincriminnrne ..................................................................................................... 29 

2.- El derecho de defonsn ......................................................................................................................... 34 

3.- El <lcrccho 11 cnrcnrne ......................................................................................................................... .42 

4.- La brevedad del proceRo pcnnl ............................................................................................................ 47 

CAPITULO IJI.- DERECHOS PROCESALES DEL DETENIDO. 

1.- La prcRunción de inocencin ................................................................................................................. 55 

2.- Ln cnrgn de In prncbn .......................................................................................................................... 60: 

3.- Ln libertad provfoioMI bajo caución ................................................................................................ , .. 66 

4.- El derecho a ofrecer prucbns ............................................................................................................... 71 



CAPil'ULO IV.- HACIA LOS DERECHOS HUMANOS. 

1.- Concepto de Derechos Humnnos .................................................. , ...................................................... 76 

2.- Sugerencias paro evitar la innecesaria prisión .......................................................... : ... , .. :., ................. 81 

3.- Ln técnica lcgislntiva pcrull.. ......................................................... , ..... ;., ................. :.: ......................... 84· 
/ •. ,· ' 

4.- Ln pollticn pcn11! legislntiva en México .................................... :··:··· ..... ~;.;;; ... :: .. :: .... ~:.: ........................ 88 

CONCLUSIONES ............................................................... ;;,; ........... ; ... ; ............... ; .............................. 94 

BIBLIOGRAFIA ..................................................................... ;; ..................... , ....................................... 99 



INTRODUCCION. 



I N T R o D u e e I o N. 

El crimen es una nnomnlla social que, obviamente, se desea expulsar o 

impedir. En el trnnscurso del tiempo, In solución se hn buscado en uno y luego en otro de estos extremos. 

Primeramente, los esfuerzos se dirigieron hacia la expulsión, lo cual sólo tiene sentido cuando se trnln de 

excluir al autor del delito del seno de la comunidad; después, se con.~ideró importante prevenir In 

delincuencin, y entonces se elaboraron esquemas de medida9 prccautorins, o de trabajos de recuperación 

de In nonunlidnd social. 

Como quiera que sen, In paz social exige In aplicación de un conjunto de 

normas que, en principio, son snncionndorns de lns conductas lesivas. Estn exigencia se ubica en el plano 

más elevado de la juricidnd vigente, esto es, n nivel de In Nomm Constitucional que representa en si 

mfomo la jernrqula coootitucionnl del proceso pc1ml. 

Ln ubicación de lns ideas directrices en mnteria penal es realmente 

indiferente, se podrú decir que el derecho pcnnl está en la base de todn In sfatCllllltiznción positiva, que se 

lmlln en el fondo de In regulación vigente o estA en In cúspide axiológica de la Constitución. A fin de 

cuentas, el derecho petml scrú esencial en el primer caso, fundamentnl en el segundo y superiormente 

válido en el lerccrn, 

A~l entonce.~, en el trnn.~curso del procedimiento que surge 

inmediatamente después de la comfaión del delito y que termina con In realización de la pena, hay un 

periodo camcterlstico, en donde sin duda el gobernado ha quedado n disposición de la autoridad del 

Mi11i9terio Público o en su defecto con el Orgnno Jurisdicciorml pero siempre en calidad de detenido, es 

decir, privado de Rll libertad. 
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Parecerla que cuando el sujeto hn quedado en cautiverio, todos aquellos 

derechos que lo nnistcn estando en libertnd hnn dennparccido, sobre todo porque en su condición de 

detenido ve re.~lringido el libre ejercicio de sus derechos y deberes, siendo que en tal caso también debe 

nsistirnele en nrns de reconocer su dignidad y el respeto n la rufanm. 

De por sl no siempre se ha tcniclo conciencia d!l In exacta Sllpnrnción entre 

el detenido, el procesndo y el reo lo que hn visto sometida esa idea n un análisis doctrinario que en esta 

ocasión empezaremos a rumliznr. 

La presente investigación inicia desde el punto de vi.~ta de !ns gamnllns 

individualc.~, porque son prccisruucnte esos derechos subjetivos públicos los que convierten a los 

integrantes de In sociedad en los destinatarios de In normntividad positiva vigente, y sólo planten 

excepcione.~ pnrn el caso de los que a través de un mnndnmiento judicial son privados de su ejercicio o 

bien de su goce. En tru1to los detenidos desde luego deben ser sujetos del respeto a su :máB mlrúmn 

garantla de legalidad y seguridad jurldica propia de los reg!ruenes de derecho como el nuestro. 

No se requiere tener conocimientos espcdnles para comprender que el 

procedimiento penal tiene como idea fundamental 111 imposición de un castigo, de manera que cuando el 

público se entera ele un11 trasgresión en perjuicio de un11 persona aparece el fenómeno del rechru'.O, sin 

reflexionar que el detenido puede n In larga ·en el proceso pcnnl- demostrar su inocencia, sin embargo, 

para entonces, yn bnbrA efectos en su personnlidnd por el simple hecho de haber estado en prisión. 

Lograr que !ns autoridades sujeten su actuación en el proceso penal con 

apego n In ley es el reto, que no una misión imposible, pero si una meta en la que aquellos que 
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empezamos ni ejt>rcicio profcsionnl nos demos cuenta de su importancia y su valor sin más intención que 

demostrar una premian: el detenido, debe ser respetado y sujeto de garnnllas no solo eo11~titucionales 

como hastn nhorn, sino también procesales. 

Entonc<:s, partiendo de los ténninos constitucionnles, se annlizarim 

someramente !ns atribuciones de los órganos públicos que tienen In responsabilidad exclusiva del origen 

y seguimiento de )ns elnpas procesales del juicio pcm11. 

Micnlrns !nulo, en el segundo capitulo de In tesis, se advertirá una 

problemAtica que nunca pasara de moda en el derecho procesal penal como lo es: las gnrantlas 

con.~tilucionnles en el proceso penal. Sus efectos, su trascendencia en In determinación de la situación 

legal del detenido es In mira u objetivo en este punto, el derecho a la designación de defensor, a la 

práctica de los careos, In ftjnción del terna de la litis, In carga de la prueba, entre otros, sin que se trate de 

una repetición pero si ni menos se sugcriró.11 -al fmnl del trnbnjo- algunas medidas de solución. 

En alguna parte del rubro de las tareas del ejercicio del poder público, el 

dcte1údo queda mntcrinlmente a In dfaposición de una autoridad diatinln a la judicial, es decir; del poder 

ejecutivo quien n través del carcelero se encargará de la vigilancia y custodia del privado de su liberlnd, 

pero para ello 118dic desconoce que el olvido y la ignornncia hacen que el detenido vaya perdiendo la 

posibilidad de reintegrarse positivamente a la sociedad como un ente útil, en cambio, el rencor, el odio 

aumentan confonne avanza el tiempo. 

Por eso en In tercera parte de este trabajo estaremos ocupados de captar las 

ideas más importantes sobre una s111111 politicn criminal que haga n la prisión cumplir con los fines que le 

fueron encomendados. 
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fln.,ta llegar n la última parte de la investigación, en donde una vez 

conocida In rcnlidnd mediante el planteamiento objetivo aunque crudo del tema, vamos 11 caer en la 

cuenta que debemos preocuparnos hondamente por el detenido, no protegiendo en gran desmido pero si 

cu el mnrco de In legalidad y hnstn donde el respeto 11 su persona y su dignidad nlennce. De ahí surge la 

iden del titulo de ese capitulo: - Hncin los derechos humanos -. 



CAPITULO PRIMERO. 
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CAPITULO I.- LAS GAR.ANTJAS INDIVIDUALES EN EL PROCESO 

PENAL. 

SUMARIO I: 1.- La gnrnntln de legalidad. 2.- La garanlfa de seguridad 
jur!dica. 3. - Las garnntlas que prohiben la absolución de la 
instancia. 4.- Principio del non bis in ídem. 

J.- LA OARANTli\ DE LEGALIDAD. 

Los preceptos cmrntiluciormlcs que delincan In.~ cnroclcr!sticns de nuestro 

sistema de derecho, se encuenlrnn cn los numerales 14, 16 y 133, núsmos que corumgmn el principio de 

legalidad; estn ganmtln individual, establece que en In República Mexicana las atribuciones de los 

órganos del fütac:Jo sólo tienen validez si se encuentrnn establecidos en ley. 

Se infiere por otro Indo, que nuestro sistema de derecho es Icgnlistn, pues 

los preceptos en comento ordenan que pnrn que se afecte In esfera jur!dicn de los gobcmndos debe existir 

In ley, In que a 1111 vez debe estar en vigencia con anterioridad a In conducta para poder encuadrar 

materialmente el contenido de Ja normn jurldicn. 

De !ni forma que In Ley es el único in.~trumento que consagra las 

fncultndcs de los órganos del Estado. La esfera de In competencia de los poderes públicos federales y 

estatales se encuentrn en lo dispuc.~to por In Constitución y las facultades de los órganos del estado que 

integran los Poderes del Gobierno Federal y del gobierno de las entidades federativas, se establecen en la 

Ley Ordinaria. 

Nace entonces el llamnrlo Principio de Legalidad, que por cierto tnntn 

tmscemlencia ha tenido en el derecho publico moderno y en vir!ud de él pueden enunciarse algunos 

apotegmas ya bastante discutidos pero que no por ello deben perderse de vista. De esta guisa me 

concrelllre en el posible a emmcinr algu111111. 
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- La gnrnnlln de lcgnlidnd e.~ una de IM más vnliosns que el Estado declara 

y otorga ni hombre, y se obliga a respetar. Por ello se consideran illcitns lns nrbitrnrie<lndes y los 

atentado.~ de toda clase ele nutoriclndcs, desde lns más elevadas hasta la.~ más inferiore.~-. (1) 

Esl11 premian desde luego hace que todo ¡X><ler público, as! como todn 

focultacl de nmndnr hn de tener su funclrunento en In ley, sea directa o indirectamente, porque In autoridad 

que carezcn ele él o en el neto, que no se npoye en la ley es illcito y debe ser sancionado. 

No menos es cierto, que el principio de legalidad ha dado nacimiento ni 

llnrnndo Estado de Derecho que sin él no puede cxfotir, es decir que un Estado organizado jurldicamente 

bnjo el imperio de In ley, 11 In que lodos deben obedecer, si no es acatada por las autoridades o los 

gobcmndos, tiene por efecto inmcclinto In clc.~npnrición de la acguridncl jurfdicn, la justicia queda burlada 

y In paz y In mornl social sufren un serio quebrnnto. 

Ahora bien también hay que darse cuenta que para mantener el principio 

de legnlidnd, los con.qlitnyC'lltes de 1857 cstnblccieron lo que Cé·rl:l·:cmo~ como el juicio de nmpam, 

institución jurirlicn de grnn cnlidnd que honra n nuestros juristas. 

Tnn devotos ni principio do legnlidad se mostraron los mencionados 

legisladores que el nrtlculo 16 constitucional, que lo enuncia, prohibe que ae CllUSC'll "simples moleslins· 

n los pnrticulnres por parte de las autoridades., sen cual fuere In jemrqula de éstas, si no tienen un 

fuudnmcnto legn 1 que conste por escrito. 

Acentúa el E:itndo de derecho que nuestra Corulitución establece. el 

articulo l '1 r¡uc onlcnn In prohibición de que se prive de In vida, In libertad, propiedades y bienes de las 
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personas sin antes haber sido oldos y vencidos en juicio en el que .~e respeten las normas csenciale.9 del 

procedimiento. 

Nadie mejor que Sócmtes demostró In trascendencia social del principio de 

legalidnd cnnndo se relnmó n huir de Atenas pnrn eludir In injusta pena de muerte que le fue impuesta, y 

le argumentó n Critón en estos ténninos de sublime elocuencia por In oca.~ión en que fueron expuestos:-

- No puedo nbnndonnr los principios que he profesado toda mi vidn porque 

me ocurra unn desgracia; los veo Ricmprc de In misma manera y me pnrecen tan poderosos y tnn 

respetables como nntcs. Qué importa, en efecto, lo que pnsn en In región inferior de los sentidos. La 

misma luz brilla siempre en In región de In inteligencia. Los ojos ven de igual manera los objetos cuando 

nos dcsngrndnn que cunndo nos pincen; n.~l conserva In razón su visión uniforme de la verdad. 

Si no ticnc.1 mejores principios que darme a conocer, sabe que no me 

conmovcrhs, nunque In multitud irritada, parn nsnslnrrnc como a un niflo, me presentara imágenes mhs 

horribles nún <¡ne lns <¡ne rodean, los hierros, In miseria, In muerte. No e.1 de hoy el que profese yo el 

principio de no escuchnr otrn voz <¡ue el de In razón ··.(2) 

Como podrá ser nprecindo, el principio de legnlidnd exige que In actuación 

de In nutoriclnd se njmitc n In razón, que deje n un Indo Ja nrbitrnriednd y el capricho del encargado de su 

aplicación, por ello In necesidad de In fumforncntación de la motivación. 

As! pues, aquellos que se ven privndos de su libertad porque con su 

ncluación dnn origen n un hecho reprochable desde el p1mto de vista del derecho penal, se hacen 

acreedores a u1111 sanción que no puede ir mhs allá de los limites marcados por In ley. 
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Tnn cierta es estn nfim1nción que, el segundo párrafo del nrt!culo 14 

cornitilucionnl ordena como regln general que In esfera jurldicn de los gobcmndos sólo podrá veme 

nfcctndn por In nctividnd judicinl y medinnte juicio, con base en lns leyes expedidas con llllterioridnd ni 

hecho. 

Por eso en materia pennl, sólo los tribunnles podrán decretar In privnción 

de In libertad e imponer sanciones para reprimir los delitos cometidos. Esa expresión -mediante juieio­

prevé In nfectnción de In libertad del pnrticulnr en contrn de quien se dicte In orden de aprehensión y se 

focultn n determinnr In prisión preventiva cuando el inculpado es encontrado presunto respornmble de 

algún delito y se le dicte nulo de formal procesamiento en su contra. 

Ncccsnrinmcute ni juzgnr provisionnl o definitivamente sobre In existencia 

del delito y In presumida responsnbilidnd, el órgano judicial debe adecuar In conducta material n los 

hechos jurídicos que In ley contempla. Esta actividad denolllÍnlldn ejercicio del arbitrio judicial, es In 

interpretación de In ley. Tnl facultad esta trunbiéu regulndn en el mismo precepto ni que hemos hecho 

referencia. 

Asl del derecho ronmno surgieron los principios jurldicos: -mullnmos 

crimen sine pr11evi11 lcge pocnnlr y -nulln pocnn sine prnevin lege poennli- que significa -no hny delito sin 

ley ni pena nplicnble, sino se contiene en In ley-. Estns disposiciones, ccfllnn ln actividad judicial en 

mntcrin pcnnl n In ronsngrado en In ley. 

Es opinión común que estos principios consagran la prohibición de . 

integrar In ley en rnntcrin penal; pero no e.~ asl, sólo establecen la disposición de legalidad tratáru.lose de 

In creación de delitos y de In pena con In que se reprime. 
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Es entonces que el constituyente del 17 tomn del derecho romano ese 

principio de legnlidnd y lo establece en rnnterin penal como ·111 exigencia de In nplicnción estrictn de la 

ley en esta mmn de In ciencia jurldicn· (3). 

El principio de legnlidnd en materia pclllll restringe la existeucin de delitos 

y In penns ni contenido exncto de In norma jurldica; sólo puede ser delito lo que In ley le dn esa enfielad y 

In sanción correspondiente sen\ exclusivamente In prevista como penn en In disposición legal. 

Luego entonces, en In actunlidncl, persisten dentro del si.~tcrnn pcDlll 

mexicano un conjunto ele pilares a los que se les bn llnmndo: Gnrnnlins individuales en materia penal. 

La referencin particular de cndn una de ellas se inicia precisamente con In 

de legnliclnd que corresponde n In mnterin sustnntivn, que como ya hn quedado plnsmndn a lo largo de 

esta exposición, el delito y In penn deben catar previstos en In ley, con ello se logran varios fines de In 

ju•licin, n nnber :· 

n)"ln ley responde, en lo posible, 11 los ideales valornlivos del grupo social 

ni que se dirige, pues el órgano de Estado facultado para cmitirLa esta confon1111do por los representantes 

de los gobemnclos y son portnvoccs de éstos dentro del procc.~o legislativo. 

b) se ncentún su impnrcinlidad porque se evita crenr situaciones nonnntivns 

para casos concretos. 

e) al requerirse In publicación de In ley en un órgano oficial, lllunesc 

diario, periódico, gncelll, cte., exista 111 posibilidad de que el gobernado 111 tenga a su alcance. En e.'ltc 
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sentido se prommcin Roxin que -iodo ciudadano debe, por tnuto, tener la posibilidad, antes de realizar un 

hecho, ele snher si fü ncción es pmúble o no-. Asimismo, ello sigue dnndo apoyo al aforismo error iuri11 

nocct, porque el error o el desconocimiento sobre el texto de la ley no tiene ni debe tener efectos como 

regla gcncrnl, ¡mes el individuo tuvo la oportunidad de conocerlo leyendo su publicación. 

d) se eviln con In prohibición de In retroactividad en perjuicio de 111 

pernonn, que la justicia penal sen instrnmento ele vcngnnzn. 

e) limitn la nctunción de los órganos jurisdiccionales y ejecutores de In 

pena, dado que no p11ede ir mhs nllil de los limites eslnbleciclos en In ley penal, ya que, solamente por el 

hecho descrito en In ley como delito se puede imponer In pena que In misma seflnla, en In medida que 

esln indica y de ncucrclo a In determinación concrctn cu el ca.,o ··.(4) 

Como bien puede veme, frente 11 unn eventual y pretendida nctunción 

nrbitrnrin de los órganos del Eslndo, In ley garnntiw In libertad individual por cuanto 11 que, c11nlquier 

intromisión l'll esln esfern que no le sen permitida en In ley penal, resulta ilegal. 

Establecido el principio de legalidad sefllllaremos en que casos, en forma 

encubiertn o manifiesta, se viola:-

Cunndo nlg1111a nutoriclnd no tiene facultades para crear leyes, o no las 

tiene pnrn emitir leyes penales, crea disposiciones que pretenden describir delitos o penas. Tnl como 

sucedió en el nllo de 1982 con que el Ejecutivo Federal a través de un decreto indicó que las pena., por el 

contmbando scrinn nplicabfos a cierto.~ casos y, estos, no eran los contemplados en la ley. 
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Cuando existe excesiva tipilicaeión, es decir, el número de figuras 

dclictiv1111 es tanto qui: i:I individuo mnkrinln ente tiene poca libertad, <lndo que el mnrco de lo prohibido 

u ordenndo es excesivo. 

Cunndo se ere n leyes penales, tipos o figuras delictivas, que contienen 

descripciones tnn nmplins que cualquier cos, c11 delito, y ejemplo de ello serla una ley que indicruú que 

comete delito In pernonn cualquier acción u omi11i611 socmlmente nociva. 

Cunndo el legi11 ndor, sin tener focultades para ello, sustituye su función en 

otro órgano del Estado. 

Cuando la ley pcnnite que otro autoridad le de contenido n In figura 

delictivn, cstn en unn cuestión que en una u o forma aparece en !ns leyes pennles. 

Cuando las ley ·s penales indican que el comportamiento descrito será 

delictivo en los casos en que as! se estime por 1 juzgador. 

Cmmdo el mfn mo y el máximo de la pena que 11eflala la ley 11ea tan 

desproporcionndo que mnterinlmente resulte e mlnimo y el máximo genernl de la pena. Por ejemplo si se 

quisiera cirntignr el delito de robo de 3 dlas 50 nffo11 de cárcel, siendo estos pn:ci.,amente los limites 

inferior y superior que 11eílnln In Constitución J nra castigar un delito. 

Cunndo In ley 11 la que la pena será In que el juzgador estime en calid8.d 

ocnntidnd. 



12 

Serian innumcmblcs los supuestos, pero pam ejcmplilicnr son solamente 

nlgunos que si ncnso apnreccn en el mundo de In realidnd como más frecuentes. 

Lo cierto es que este principio es de estrictn obseivancia n efecto de 

proteger ni pnrticulnr del poder público. 

2.- GARANTIA DE SEGURIDAD JURÍDICA. 

La Con.~litución Polltica del pals cornmgró en favor del gobemndo, unn 

serie de derechos que clásicnmcnte se conocen como gnrantlns individunles o gnrnntlns con.~titucionnles, 

nlgunns del cunlc.~ están en lntimn relnción con las leyes y con las prácticas pennles. A ellns se les 

denomina gnrnntlns pcnnles que, a su vez, abarcan In gnrnntln de legnlidnd -yn examinndn- , la gnrnntln 

de seguridnd jurldica y La gnrantln de respeto a In dignidad humana. 

Las gamntlns de scguriclncl jurlclica son una extensión de !ns gnrnntlns de 

legnlidad, su existencia es producto de unn hislorin impregnncln de cmcldnd e injusticin que se dio en los 

siglos XJX y anteriores. Como quiem que hubiese siclo, desde los más antiguos pueblos de los cuales se 

tiene noticia, se ulili7..aron los cnstigos como medio de rencción n cierto tipo de comportnmientos, 

expresión de ellos es el Código de Hnmmurnbi que prevé penas de muerte, mutilnción, mullas. etc. 

Pnrcccrln que es innato ni ser humano tornar bnjo su responanbilidnd por 

beneficio individunl, grupnl o colectivo, la vida de Jos demás, utiliznndo In vln del orden, o de In 

prohibición vinculando con su inobsC1Vnncin el castigo. 

No es el objetivo brindar unn secuencia detnllndn de · como fue 

evoluciorumdo el sistcmn penal de los diversos pueblos y naciones, 11in embnrgo y porque nue11tm 
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lcgislnción pcnnl tiene llJlteccdcnlcs en las europeas, conviene puntualizar cual era el estado de cosas que 

la justicia penal gunrdaba en ese entonces. 

En cuanto a prccisnr, qué hechos eran delitos, las leyes tenian una función 

limitnda, lmbidn cuenta que los jueces y mngislmdos contaban con amplias facultades y atribuciones 

pnrn con,idcmr delito 11 cunlquicr comportamiento realizado por el individuo, ademá.,; podlan determinar 

bajo su arbitrio la pena o penas aplicables, aún cuando no fueran las provistas en la ley, ya en cantidad 

mayor o menor. 

En los procesos penales, el acusado era un objeto a disposición de la 

justicia que, por lo general, debla permanecer pasivo ante el denominado sfotema inquisitorial de 

enjuiciamiento, a través del cuál el juez desarrolla toda la actividad procesal fungiendo como 

investigador, ncusndor y sentenciador. 

El procesado no disponla de recursos que garantizarán su defensa y podla 

ser sometido 11 torturn como medio para obkncr sn confesión, como ca:rtigo previo a la pena capil111, o 

como cas ligo por si mfamo. La ocasión de sentcncinr a una persona era propicia para que rindiera fruto el 

Estarlo, quien lo utiliznbn pnrn las mAs divernns tareas. J,a., prisiones eras verdadera., jaulas en donde 

estaban presentes malos tratos, vicios, enfermcdndes, insalubridad etc. 

En el Siglo de las Luces se alzaron las voces que criticaron este sistema de 

cosa., y, entre los más conocidos, están Junn Jncobo Rousseau, Dcccaria, LnrdizAbal y Uribe, Howard, 

V erri, entre otros. 

De lns ideM de ellos y deo otros, que de alguna forma quedaron plasmada., 
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en sus escritos, n veces anónimos para seguridad pcrnonal, resultan dos cosas: por Ullll parte, nos brindan 

unn idea de In condición del individuo frente n lns nutoridndes y, por In otra, nos permiten conocer la 

forma en que evoluciono lo que se bn dado en llnrnnr Sistemn Penal con In observación de In revolución 

que en él se gestó. 

Ln revolución es un cnrnbio brusco de valore.~, ideas, sintemns, fines que 

sirven de sustento 11 1m grupo social en alguno de sus aspectos. En ese sentido el cnmbio de situación del 

ser humano frente a In justicia penal se dio en forma vertiginosa dada In aceptación de las ideas 

progresistas de Jos pensadores citados. Uno de los efectos de esto fue que los Estados dieron mayor 

importancia a lns leyes pcllllles y ello dio pie a que se iniciara el estudio cicntlfico del Derecho Penal, y n 

su vez se prcscnlnni el nacimiento de esta ciencia. 

""Lo interesante es que In persona humana es valorada en cuanto s su 

libertad, su vidn, pues fue patente que, In libertad personal y In seguridad jurídica son pilares de 

cualquier Estado que se precie de ner, al menos, nombrado como democrático, toda ley y todo órgano de 

gobierno tiene como ÍUllllidnd el bienestar del individuo, ya r.omo ente singular o.como integrante del 

conglomerado o grupo sociar (5) 

A~i entonces, la gnmntln de eeguridad jurídica en materia penal, tiene 

también su fundamento legal en los artlculos 1'1 y 16 de la Constitución, aunque también se relacionan 11 

ella los numerales 17 a 21 del mi.~mo cuerpo de leyes y de los cuáles se derivan lns con.~idemciones que 

n continuación propongo a su discusión:-

Las penas son impuestos por una autoridad y nunca por los particulares. 
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No cualquier autoridad puede imponer las penas, sólo la autoridad 

competente, que es aquella en que se deposita esn facultad según una ley orgánica detenninnda. A 

manera de ejemplo: la Ley Orgánica del Poder Judicial del Estado de Guanajuato, que n su vez indica 

quienes son las autoridades competentes pnra sancionar ni autor de un hecho penalmente relevll!lte. 

La autoridad penal competente exclusivamente puede aplicar penas por vln 

del proceso penal o juicio del orden criminal en la terminologln constitucional. 

La in.~titución del Ministerio Público es la única que puede iniciar un 

juicio del orden penal ante la autoridad competente. Ninguna otra autoridad o persona, ni el mismo 

juzgador penal, cuanta con la potestad de dar inicio a un trámite de esta Mturnleza. Ello tiene su razón 

de ser, si se considera que el proceso penal representa una de las intervenciones más. significativno en Ja 

esfera personal de los gobernados, la cuál se verla constantemente amenaznda si se pennitiern n 

cualquier ciudadano o autoricfud iniciar un proceso penal, como ocurre en materia civil. Pues que para 

los fmes del proceso penal se requiere en algunos de los casos la privación de Ja libertad de Ja pefllonn, 

sen por vla de prfaión preventiva o de restricción. 

En efecto, In Con.~titución dr.jó en manos de un sólo órgano In facultad de 

iniciar procesos penales: In imtitnción del Ministerio Público y, pnm gnmnti7.nr en la medida de lo 

posible que las nctnnciones del FiRcnl no resulten tan cnpricho:ms, infundadas o arbitrarias, lo constituyó 

como una autoridad técnica en In IDllteria pennl y condiciono In potestad de pedir al inicio de un. 

procedimiento ni juez pennl, a que previamente desnrrollnm una investigación -averiguación previa-. 



16 

- Iniciarlo un proceso penal el ncusndo cuenta con derechos frente al juez 

de In cmisn, entre otros, desigrmr defensor, esto es, necesidad de e.9tar asistido por una persona que 

cuente con conocirnicutos en la materia penal pnm que sea su gula en el desarrollo del proceso, 

oportunidncl de conocer quien le acusa, derecho de replicar ele la acmación mediante la posibilidad de 

ofrecer medio., de prueba y de que estos se de.9nhoguen, ser juzgado en un plazo breve, posibilidad de 

permanecer callndo y no responder n los intenogntorios que se le fonnulen, confrontarlo, no estar 

incomunicado, clc."(6) 

También una ve?. iuicindo un proceso penal debe llevarse a ,füB últimas 

co11Becuencins legales, sea que ,9e le declare pennlmcnte resporumble o absuelto material o fonnnlmente 

y, no podrá volve111e a acusar por lo• mi•rnos delitos que motivaron el proceso. 

La.9 pena., de pri•ión que la autoridad imponga se cumplirán en los lugares 

que han sido e.qpcclficnmente destinndo.9 pnm ello, cuidando la separación de hombres y mujeres, 

proces11dos y scnlenciarlos y por supuesto ser sometidos a un proce.9o de rehabilitación. 

En 11umn todo neto de autoridad debe revestir formaliclnde.q como lo son : 

que se consagre por e.9crito, que sea dictado por autoridad competente, que este fundado y motivado. Si 

In entidad pública no cumple con enn exigencia, su actividad sólo reflejnrll anhelos pernonales, pero no 

daril nacimiento a urui actunción de In autoridad que representa su titular. 

La garnntia en estudio brinda certeza jurldica al ciudadano porque le 

pennite con0t.-er, si Ja autoridad tiene 1111 origen en la e,9fcra de competencia del poder público, si la 

aplicación de 111 ley e.9 correcta; y de ahl, si la autoridad resulta ~cr competente o no parn dictar el neto 

que nfecte In esfcr11 jurJdica de Jos particulares. 
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El sistemn jurldico mexicnno, ni menos n nivel de In teorin, se bn 

preoeupndo por gnrnnlizar los derechos de los individuos, fiel, en úllimn instancin, a los principios 

humanistas derivados del libcralfomo imperante en lo.~ pennndores cuya influencia incidió en forma 

importante desde mcclindos del siglo pnsndo. 

Buen número de instituciones y figuras jurldicas mexicana.~ fueron 

extrnldns de cor1ceplos e idea.~ puesln11 en mnrchn en pnlses nc!elnnlndos en el ámbito social y polltico. En 

México pnrtic11lnnncnte hubo necesidad de hncer ndaplnciones pnro poder tmsplnnlnr esas idcns y 

ndnplnrlns en nuestras instituciones. Uno de ellns es precisamente In gnmnlln de scguriclnd jurldicn, In 

cxpcriencin es clcmentnl parn el diseflo norruntivo que ele ese derecho público subjetivo conocemos. 

Ln realidad de nuestro pnls es hnrto compleja, es de suyo que las leyes 

pcnnle:i n veces son un mero producto del momento polltico y que no son efecto natural y ordinario de un 

estudio CO!l!lciente y meclilndo. Pero no por ello ne quiere decir que In nutoriclnd en el ejercicio de su 

función trnsp11sc es!\ bnrrcrn que In propin ley le indica. 

En resumen, debernos cnfotiznr que, el nctunl sistema penal, no sólo de 

nue.~lro pnl11 sino de muchos olros, se llega después de un lento devenir histórico y se espera o no, al 

menos In enpcrnnm existe, que no solamente se sign respetnndo sino que, sin agravio a los legltimos 

derechos que In victima tuviera, llegue n ser más beneficioso al delincuente y n In socieclnd. 

Un respeto mns profundo a !ns gamntlns penales cnbnlmente concebida.~, 

significarla el mejor avance del sistema. La únicn fo1U111 de lograrlo es con mayor preparación técnica en 

!ns nutoriclndcs e i11c11lriclos principios de legnlidnd, de seguridad juridica que SUDJlldos a la honradez de 

quien dcsempefüt In función pública tendrlnn evidenlcmente mejores re.111ltados. 
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Pnrn que In justicia pcnnl cumpla con sus propósitos debe favorecer, hasta 

donde sea rnzoruiblc y jurldicamente exigible, In obscrvnncin de los principios de seguridnd jurídica y de 

lcgnlidnd de lnl mm1cm que ello sen el in.~trumento n través del cuál podamos detcnninnr que ln 

nctuneión de In nutoridnd, es por nntonomnsin justn y equitativa en el marco de ln legnlidnd. 

De ah1 entonces, In rnzón de que todo neto de nutoridad este con.~ngmdo 

por escrito, lo que n In postre vn n permitir ni ¡mrticulnr o gobemndo probar su existencia a trnvés del 

in:itmmento que Jo contenga, esto es un medio de lograr cericzn para el gobemndo o dicho a la mmtem 

en In que nos e:it11mos conduciendo: es un modo de gnrnntiznr In seguridnd legal del destinatario de esn 

nctU11ción judicial. 

En tales condiciones nos quedn n nosotros los pnrliculnres exigir de ln 

nutoridnd el cumplimiento de las directrices plantcndas en este punto Porque solo de ese modo podemos 

tener ln plenn ccrtcz,11 de que In nutoridnd siempre respetará ni gobcmndo en ln medida que éste sujeto a 

su poder público. Es quizás unn conclusión provisimml y si se quiere hnata simpli~ta pero llena de un 

contenido que vn más allá de !ns espcclntivns para ir a un punto de cabal entendimiento. 

3.-GARANfIAS QUE PROlDDEN LA ABSOLUCIÓN DE LA 

INSTANCIA Y EL PRINCIPIO DEL NON DIS IN IDEM. 

Las dos clnses de gnrnnUns que ya hnri quedado enunciadas, pueden ser 

fácilmente nch-crtidns en el articulo 23 Constitucionnl, que estnblecen limites a la actividnd del poder 

público con focultnde3 de dieW.r justicia dentro del proceso penal. 

Comcwnrernos pues, por In primera de ellas:- In absolución de ·In 

ia~tnncin. 
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Absolver de la ins!Jmcia - significa concluir el proceso sin resolución que 

dirima el litigio plantcmlo por lns partes. Tnl neto faculta para iniciar una nueva úrnlancin o 

procedimiento, snlvnndo lna omisiones y deficiencias de la acción, de lns pruebns, que el proceso anterior 

no permitieron nhlcner unn sentencia "t7). 

Al prohibir In Constitución tales netos de autoridad, se brinda a los 

gobcmndos segnridnrl jurldicn en los juicios pcnn les, consistente en que cjcrciladn acción pcrull es el 

juzgador quien rlcbc decidir sobre ln validez de In pretensión jurldica, yn en un nulo detenninntivo de la 

situación jurldicn del ncusndo, yn en sentencia e inclusive en el úrnlantc en que debe reHolver sobre ln 

procedencia o improcedencia de la orden de nprebcn.,ión. Solo hn lugar a que el órgano judicial 

pennanezca pasivo cuando el indiciado es la sustrnido a ln acción de In justicia. 

Ln disposición cmrnlilucionnl al inicio ciladn obliga n que el juez o el 

tribuntll de apelnción en su caso, detenninen la trnsccmlencin jurldicn de In acusación, ab.,olviendo o 

condenando, pero nunca dejando sin cfccto:i In acción penal ejercitada, y focultnndo a In rcprcHentación 

micinl para ejercer ele nueva cuenta este derecho originnnrlo pues 1m Hegundo proceso. 

EHta garnnlla proce:inl, complcmcntn los diclndos de la prohibición de no 

juzgarse dos veces por el mismo delito al inculpado, pues circwrncribe aun sólo proceso el examen de In 

culpnbilidnd que puclicrn rcsultnrle cuando se cjercitn In acción penal. 

El juzgador tonm contacto con el acontecimiento crúninal basta cuando el 

órgano nc11R1tdor hn presentado su ncnMción contra 1ma pern01111 determinada en que se afirma que se ea 

re.,pon.,able de 1m illcito penal. A partir de entonces comicn7..a la marcha de In maquinaria judicial que n 

fm de cuentas el juzgndor concluye con el dictnclo de una acnlencin en cunlqnicrn qne sea su acntido, 

pero 1111nCA po<lr/i nb3lcncrnc de decidir el litigio. 
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Esta in.~lilución jurldica de In nbsolucióu de In instancia, queda 

eslriclnrnente prohibida en In materia penal, su rnzón es sencilla de adivinar, en muchos de los casos 

llevados por el juez penal, el sometido 11 su jurisdicción tiene que estar privado de su libertad 

provisionalmente y de.~de Juego que llegado el momento procesal oportuno debe conocer si In causa de 

su detención fne prospcrante o bien si en su cnso, amerita su liberlncl. 

Es entonces, en m11tcri11 pcnnl que el bien jurldico tutelado como lo la 

libcrtml nrlquicre grnn imporlnncin, pues tanto las nutoridndcs como aquellos a los que se confin la 

deforma, tict1cn en sus mnnon In libctlnd de un.u pcnlOM, con todas las implicaciones que de suyo importa 

el solo hecho de "1 detención. 

Conocer por pnrtc del detenido su situación legal al húcio y al término del 

proceso pcruil, es una gamnt!a de seguridad jurldicn y de legalidad, porque de que otra forran puede 

darse cuenta el procesado cual es su condena por In comisión del hecho penal, por eso corresponde a la 

autoridad judicinl llevnr el lmmilc del procc.m penal hasta sus úllimns con.~ecucncins pnm dclmninnr en 

:111 oporlnnirlnrf In snnc.ión o castigo n In que se hnce ncrte<lor. Es pues rnzón mils que válida para la 

prohibición que se menciona. 

Per1J no solamente lo que interesa es saber sobre In culpabilidad del agente 

activo o bien de su inocencia, sino que ello implica In tomn de uDll deci.~i6n por parte de In autoridad en 

que e-0ncrctnrm:nle en materia pcnnl no puede fnllnr Rino en dos sentidos:- condennndo o absolviendo. 

Mlt:i importante que cno es dirirrúr In controversia planteada confonne a la preteusión de cada una de las 

pruies. 

Nueslm máxilUll Cnrtn prohibe, también, de modo lenninante que una 

pernon11 sen jnzgndn rlos veces por el mismo delito. 
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Sólo nutorizn In aplicación de In figura de la cosn juzgada en el proceso 

pennl. Significa que si existe identidad de los hecho.~ delictivos, en el delito por el que se ncusn y en la 

pcmonn del proce.~ndo, In resolución que se formule en ese proceso, será verdad legal y protege n cae 

gobcmndo rfo ser jnzgndo en segunda ocnsión por loa mismos hecho.~ delictivos . 

.. Loa beneficios de esta figura con.~titucionnl operan en el caso de que, 

vnrinnrloae In clnsificnción del delito, se ejercite de nuevo la acción penal, pretendiendo con ello se 

juzgue sobre loa niiamoa hechos al inculpado. Ello evitn el absurdo de que mediante un neto de autoridad 

de eslll nnturnhm1 se sujete n un proceso en fonnn indefmidn ni gobernado por c.~os hechos que se 

impullln como delictivos "(8). 

Hay que hacer notar sin embargo, que In garnntln constitucional no 

con.~tituye mm pntcntc de inmunidad que permita cometer delitos de In mfama naturaleza a aquellos que 

yn han sido mntcrin de proceso concluido con scntcncin ejecutoria. 

Si se realiza conduela que con.~tituyn delito, diferente a aquella por In que 

se juzsó, podrá enjuiciarse ni gobernado por el nuevo delito, sin que ello constituya violación a las 

gnrantlns individuales. Es decir, que se cate en presencia de hechos diversos, aunque bien pueden ser 

similares, en tal cnao es imperante admitir que no existe la dualidad de procesos. 

Lo cierto ea que los trntndistns del proceso penal han adoptado los tren 

clásiC(m elementos de la cloctrinn civil pnrn cstnblcccr In identidad de las acciones:- 1) los sujetos, 2) el 

objeto In pretensión y 3) la cnusn. Aunque parece hnbérneles escapado, que entre el proceso penal y el 

civil, existen diferencias que no permiten al primero adoptar, sin más, lns institucione.'l del segundo. 
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Se nfinna lo anterior porque, en los procesos penales, el actor tiene siempre 

unn idéntica prctemión: unn sentencia que declnre que se ha cometido un delito, que el procesado es 

rcspo11~nble y se le imponga una penn. No podemos pues valernos del objeto ele In acción para establecer 

diferencias o scmejnnzns entre los procesos pcnnles, puesto que siempre encontraremos esn única 

pretCIL~ión en todos ellos. 

En materia penal, In identidad del actor no nos importa ninguna 

infonnnción útil, ni menos en el marco del sistema como el nuestro, que reserva el ejercicio ele In acción 

penal pnm el Ministerio Público monopólicnmente, en c011~ecuencin es el único autor posible. 

Luego entonces, debemos concluir que en mntt.-rin penal, el principio del 

- non bis in idcm ·· se nplicn cuando en - dos o mlrn procesos, se pretende juzgar n un mismo ncusndo por 

el mismo delito. A esn doble identidad subjetiva y o~elivn, se refiere el propio texto con.,titucionnl, 

significn pues, que no puede intentarse acción criminal por el mismo delito y eontrn la misma persona -

(9). 

Solo vnle nclnrnr r¡uc ni mencionarse -mismo delito- por el cual nadie 

puede ser ju:>'.gnrlo dos veces, se refiere n In conducta, y no n su nombre jurldico; ni neto o actividad que 

se ntribuye ni ncusndo y no ni tipo pcnnl en el ennl se clasilien. Ln doctrina al respecto es unAnime. 

En co11,ecuencin es violntoria del principio del non bis in ídem toda 

sentencin que pretende ocuparse de una comluctn que ya hn sido objeto de otra sanción anterior, aún 

cunndo unn de esns dos sentencias tipifique la conduetn de forma diversa, como el caso que pretenda 

juzRnrne por frnude cuando sobre los mismos hechos yn lo fue pero por abuso de confinnza. 
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Finalmente aunque resultase redundante, es claro que la redacción del 

texto constitncionnl se advierte en cierto sentido de,qaforlunnda, ni expresar gramaticalmente que se 

refiere a .. w1 mismo delito·· cuando lo propio y técnicamente correcto hubiese sido afirmar que se reforla a 

In conducta. 

4.-LA GARANTTA DE LITIS CERRADA. 

Ln dinponición cornlitueionnl contenida en el articulo 19 con.~agm el 

principio de que será en el auto de formal prisión el estadio procesal en que habrá de ser fijada In litis en 

materia penal. 

Por cierto esta definición ne conserva integra desde In Constitución del 17, 

pues que no tiene nnlecedenles en los textos cornlilueionalcs del siglo pasado. En ella se concede al 

detenido In gnmntln de que el juez, en el nulo de fonnnl prisión fijara In litis, es decir, detenninnní la 

materia del proceso, In cuill no podrá ser posteriormente cambiada. Conforme n ella , el nulo de fonnal 

prisión debe preci.~nr los hecho.~ que se imputan ni ncusndo y In clasificación jurfdicn que el juzgador 

atribuyen e.~os hechos, es decir, su nomen iuris. 

En efecto, en el texto constitucional referido en el párrafo inicial se hace 

expresa alusión n dos delitos: el actlalndo en el nulo de fonnal prisión y aquel otro que pudiera aparecer 

en In secuela del proceso. La correcta interprclnción ha de demostrar que en In segtmda hipótesis el 

coIL~tituyentc llama delito n hechos delictivos que ne imputan ni procesado, y en la primera, emplea el 

lénnino -delito- pnm de.1ignnr la clasificación tlpicn de esos hechos. 
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Estn doble gnmntln de seguridnd jurídica tiene por objeto fijnr In mnterin 

de In litis n fin de hncer posible In defensn del procesado. Si In Constitución no fijará ni principio del 

proceso, que se <lderrninnrá con precisión cunlcn son los hechos que se atribuyen ni procesado y cunl es 

el tipo pennl que configurnn, el contenido proccm1l no tendría mArgencs ni limites. Cualquier cuestión 

podrln trncrse n jnicio y el inculpndo quednrín huérfano de todn posibilidad de defc1rnn nnte aemejnnte 

ncusneión nmorfn y omnicmnprcn.~ivn. 

Nadie dudn que en todo juicio contencioso existe un litigio. Este n nivel de 

In doctrina de In Tcorin General del Proceso se integra -con In demanda que con~ngm In noción cuyo 

contenido es In pretensión jurldicn del actor y con In contestación de In demnndn, que establece lns 

excepciones y rlefcnsns; viene a C()IL~tituir In preten.~iónjurldicn del demandado- (10} 

El juicio penal es un proceso cor!lencioso. El litigio se v11 a resolver en el 

auto que detC'JTninn In situación jurldica del inculpado o cu In sentcnci11 dentro del proceso. El debate 

vern11 sobre si In cnndncm es delito en términos de ley; si el indicindo realizó In conducta delictiva y si 

resultn pcnnlmente responsnble. 

De ese modo, cu el proceso represivo, In litis se integra en dos momentos 

di.~tintos en calidades jurldicn: en forrnn rnnterinl, con In contestación del cargo que !mee el indicindo en 

In nudiencin pública ni rendir su rlcclnrnción prcpnrntorin; y, jurldicnmenle en el auto que consngr11 la 

cxfatcncin del delito y In presunln rcsponm1bilidad penal, y :mjc1a ni proceso 11! ciudadMo. 

·· El juez debe fijnr In litis, medinnte la clasificación precisa del delito, en el 

ni1to de fonnnl prisión. El nombre tlpico que el denunciante o querellante ntribuynn a los hechos carecen 

de trtrncenrlencin y n nadie oblign, por su pnrte, el Ministerio Público ejercita la noción penal sobre 

hechos y, si bien en su corn1ig1111ci611, los tipificn bnjo un nombre detemúnndo el juez es libre de 
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cambiarlo en el auto de término. En la misma forma podrá variar su clasificación hecha por él mi.,mo en 

el momento de resolver sobre la orden de aprchemión- (11). 

Pnm que sea el juzgador quien de la denomiimción al delito se baso el 

constituyente en el aforismo del -da mihi faetum, debo tibi ius-, es decir, de los hechos iinputados por el 

Ffacal será entonces el órgano jurisdiccional el encargado de decidir conforme derecho respecto de los 

mismos. 

U!lll vez firme el auto de formal prisión, ni las partes ni el juez mismo 

podrán variar In clasificación del delito. -se cquivocnn pues, quienes comidemn que la clasificación de 

los hechos expuesta en el nulo que ahora nos ocupa puede ser vnrinda en las conclusiones acusatorias del 

Ministerio Público, en cuyo caso la sentencia contemplará esta últiirm cla.,ificaeión. Admitir semejante 

posibilidad implica 1mn doble violación a las gnmntlns consagradas en el articulo 19 con.,titueiO!llll, 

puesto que ello no cumple los requisitos de sujeto y momento procesal oporhmo -que ya enuncie- y que 

In Constitución marca como posibles. Esa violación tiene por efecto dejar al procesado sin defen.,a 

ante una acusación que se precisa apenas en las conclusiones, es decir, justamente el re,,ultado que el 

Constituyente trató de evi!nr mediante el phrmfo segundo del ya citado articulo de la Carta 

Mngrm ... (12). 

La gnrnnlfn de litis cerrn<l>1 esta destinndn a proteger al procesado de loo 

pefigro:¡ que involucmÓJI In recla.,ificación del cielito en el culllo de la in:Jtmcción, en las conelusionc,, 

ac11s11torins o en In sentencia, verdadera emboscada en In que nnufrllgnrln In defema, pero, en algún Cllllo 

excepcional, puede ,,ervir a un culpable para escapar de la sanción que merece, BO pretexto de que el 

delito lm sido indebidamente clasificado por el juez. 
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De esln mnnern, 1m11 vez que el detenido hn conocido los supuestos de In 

11cción pen11I, puede fonnnlnr su defensa por si mismo o por medio de RU defensor, oponiendo resistencia 

n In pretensión .iurldicn del Ministerio Público. 

Unn vez precfandn In nceión pcnnl y contestndo el cargo por el detenido o 

su defensor. se intcgrn mnterinlrncnte el litigio en el juicio. Es en este momento procesal, que lns pnrtes 

precisnn mis pretensiones jurldicns y brimlnn ni juez los elementos de prueba que permitirán resolver In 

,qitunción jurlclicn provisionalmente, ya dentro de lns 72 borns o en In sentencia, para al final ele cuentas 

detem1innr: si In conrluctn existe, estA tipificacln como cielito en ln ley, y si como yn tnmbién lo dije lineas 

anteriores si es probndo In nutorln rnnterinl del rcsponm1ble. 

La acción penal no podrá nrnpliarne, ni nlternrne el litigio, en los casos en 

que ejcrcitndn In ncción penal e integrncln In litis del proceso, se descubra In existencia de otro:1 delitos 

por los que no se juzgn ni inculpnrlo. Más nún, deben\ ser objeto de un nuevo ejercicio de In acción pennl 

y si el Ministerio Público o el procesado tienen interés, podrán obtener In ncumulnción de los juicios, 

pnm r1ue .se ,qnncione ni premmto por In cm1currem:in rcnl de delitos. 

Ergo, es claro que In gnmntln de litis cermdn pennite al detenido estar en 

nptilud de decidir In estrntegin de su defensn según que convengan su desarrollo, porque ele otro modo se 

lendrl11 que qncdnr en completo e:1tndo de imlcfc11:1i6n. 

Esto sin lugar n duelas no solo resulta que conculca la gnmnUn n In que . 

estnmos nlmlicrnlo sino n todos los demfts derechos públicos subjetivos que In propia Constitución 

otorgn n loll detenidos. 
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El respeto que las autoriclncJes deben tener por !ns gamntlas individuales 

debe ser irrestricto, sólo que estuviésemos dispuestos 11 pagar el precio del absolutismo y In represión 

oplnrlrunos por unn solución contraria, consistente en derogar todas In.~ gnrnntlns y otorgar carta blnncn 

al Estado para que persiga a aquellos n quienes ntrilmyn In comisión de un delito, sin poner limite ni 

cortapisa alguna n su nchmción. 

Con ese método ciertamente será 111JJyor el número de culpables 

snncionndos, pero lns fauces de csn justicia drnconiann favorecerán trunbién n muchos inocentes. El 

único rem1ltndo cierto es, que por ese camino, lmrlnmos retroceder siglos ni Derecho Mcxicnno. 

Avanzar, progresar son premisas indisolubles apoyadas en la letrn ele la 

Con.~titución que pone coto a 111 nctunción de In autoridncJ y In limita a solamente hacer aquellos que la 

ley le permite, en tanto el particular podrá hacer todo aquello.~ que la ley no le prohiba. 

A pesar de todo, si el inculpado no e.~ oldo en defensa de ese nuevo delito o 

mejor dichos de esos hechos que se le imputnn ello tendrla necesariamente que importar una violación a 

las garnntlns de la litis ccrrnda, siendo que en la mntcria penal estamos trabajando con la libertad de lns 

.personas. 

Luego entonces, conviene tener el cuidado debido en In interpretación de la 

ley y su nplicnción ni detenido, a quien debe hncérscle snbcr todos sus derechos públicos subjetivos en 

aras de dar cumplimiento n los designios de In Constitución. 
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Cunndo el ciudndnno dentro de 1111estro pnfs, Re encue11tm sujeto n proceso 

pcnnl, tiene In protección de lo inspimdo en el nrtlculo 20, fmcción 11 de nuestro Ordennmicnto Lcgnl In 

CQnslitución diciendo lo siguiente: 

·· En torio juicio de orden criminnl tendrá el 11cus11do Ins Riguicntes 

gamntfna ... H.- No podrá ser compelido n rlcclnmr en su eontm, por lo cunl quedn rigurosnrnente 

prohihidn !orfo inconmnicnción o cunlr¡uicr otro merlio que tienda n aquel objeto-.(! 3). 

Ahnmlnnd<> un poco, 1h1rnnte largos niglos, el Derecho procesal pen11I 

aceptó como verdnd indiscutible el npotegmn: "Ln confesión es In rcinn de las prnebna.- Asl se expresaba 

In vnlornción de estn probnnzn como plenn. Si el acusador producfn In confesión del reo, se vcfn relevndo 

por completo de In cnrgn probntorin. 

J.ns lisenlcs encontraron r¡ue In fcmnn mfts eficw, y cxpcditn ¡mrn obtener In 

confcRión del nctrnndo connistfn en nomctcrlo n tormento y, llevarlos sin dudn por su nmor rd principio de 

cconomtn procesal, rlcm1rrnll:mm métorlos siempre mfts eficaces de tortura. La más refutada ferocidnd 

venJn n ecr 1111 ordo procedendi. 
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··r.n lorturn, según In definición que de clln dnbnn Jos doctores, en sentido 

jurldico, no ern 111111 penn, es decir, unn snnción nllictivn nplicndn n quien yn se lmbicse reconocido reo de 

un delito, sino unn quaeslio procesal, un modo de csclnrcccr In verdad, n fin de decidir nnlc lodo si el 

imputndo ern culpnble o inocente : 'qunestio est vcritntis inrlngnlio pcr tonncnlo' lLn cuestión es In 

iuveslignción de In verdnd por medio del tonncnto). De manera que si, por mc<lio de In tortura llcgnbn el 

juez n eonvcnccme de que In ncusnción era infundada (que tnmbién esto podla ocurrir, aunque rnrns 

veces), el inC'Ccntc, devuelto en pnrilmelnn n sn cnnn, con los brazos y lns piernas mnltrcchos, podln 

consolnrne pcnsmulo que aquello no hnbln sido jurldicnmente unn penn, sino unn simple 'quneslio' 

llevncln n feliz término··cH). 

Contra tal estado de cosns se levantó ln voz de aquel ilustre italiano cuyo 

nombre enconlrnrcmos siempre que nos lnnccmos n In búsqueda de !ns primcrns ralees de los derechos 

humanos en mnlerin de procedimiento penal: Ccsnre 13eccnrin. 

En su obrn .. De los Delitos y de lns Penas-, nfinnnbn: 

- A un hombre no se le puede llamar reo 1111tes de In sentencia del juez, ni 

la sociedad puede negarle su protección pública, sino cunndo se haya decidido que ha violado los pactos 

con que se In otorgó. /, Cuál es, pues, el derecho, si no es el de In fuerza, que dé potestad n un juez pnrn 

nplic.nr una pcnn n un ciuclndnnQ micntrns se dudn todnvln si es reo o es inoceute7 No es nuevo este 

dilernn: o el delito es ck-rlo o es incierto: si es cierto, 110 le conviene otra pcua que ln calllblecidn por !ns 

leyes, y son inútiles los tonncnlos porque es inútil In confesión del reo; si es incierto, no se debe 

ntonncnlnr n un inocente, yn que tal es, según !ns leyes, un hombre cuyos delitos no están probndos"\15). 

El pcusnmicrilo de Bcccnrin in.~piró sin duda n nquellos que, durante In 

primcm mitad del siglo XTX, se ocuparon en México de asegurar In protección constituciounl de los 
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derechos lrnrnnnos. El tonncnlo es prohibido por todos los textos constitucionnles de ese periodo. 

Semejante prohibieión se encuentra incxplicndnrnente ausente en In Constitución de 1857 y reaparece en 

lade 1917. 

En cstn m11tcri11, nucstm Cormtilución se cncuentrn 11 In nltum de lns más 

nvnn7Jtdns del mundo. L11 gnrn11tl11 que otorga prohibe no sólo el toru1ento, sino también In 

incomunicnción y, genéricamente, cunlquicr otro medio que tiend11 11 compeler 11 una pernonn 11 declarar 

en su contm. 

En cousccueucin, cuando un procesado mnnificsta su vohmtnd de dcclnmr, 

no puede exigfrnclc que rind11 prolcsln de clccir verdnd, ni tampoco, si folla a ella, podrA impulhrsele 

delito de folsednd en dcclnmciones, pues en ambos ensos se le eslnrln coaccionnndo pnm que dcclnrnse 

en su contrn. 

/\ mhs de ello, debemos entender que In g11rnntl11 protege tnnto ni indiciado 

que rh:dnrn nntc el l'vfini3fcrio l'i'il>fico, smlc Ju Policli.1 Judicinl o nnte c1111lquier otrn nutoridnd, como ni 

procesndo que lo fmce nnle fos trilmnnles: Bien huccn e inútil scrl11 In noTlllll que estudiamos si, 

impidiendo 11 delenninndns nutorirlndes que ohtuviemn confesiones conccio!llldas, dejara a otra mano 

libre parn hnccrlo. 

··si, conlrnrinndo la disposición con.~titucional, alguna autoridad presionnse 

a una persona pnm que se dcclnmse culpable de un cielito, In confesión ns! obtenida scrfn nula, dado que 

la conducta de In nutoridnd serla violntorin de gnrnnlfns ... (16). 

Concuerdan Olg11 falns y Elpidio Ramlrcz: ~ El inculpado no podrá ser 

compelido n nceplnr 111 nutorln o a no invocnr excluyenles cuando espontáneamente In aceptado In nutorin 
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(dcclarnr en su conlm), por lo cual queda rigurosnmenle prohibidn In incornunicnción, In coacción, el 

internamiento en reclusorio distinto del judicinl o cualquier otro medio que tienda n que el inculpado 

pueda ser compelido a declarar en su contra. Esta prohibición significa que es nula toda accptnción de la 

nutorln y/o lodn no invocncióu de !ns excluyentes cuando el inculpado sen compelido n aceptar aquélla o 

n no invocar éstas. -(17). 

De donde puede vnlcrne que el órgnno de acusación tiene In carga de la 

pniebn, que no pncrle vnlerne de coacciones pnm obtener In confesión del inculpado y que éste pueda 

negar hnstn el nlmurdo. 

La lógica consecuencia es que, n partir de In abolición de In tortura, la 

dcclnmción del imputndo hn dejado de tener valor corno prneba de cargo, y sólo subsfote como medio de 

defemn. Ln excepción seril el caso del indiciado que, movido por escrúpulos de conciencia, decida 

libremente confesar •U culpnbilidnd. El Ministerio Público no puede nunca presumir que contara con esn 

confesión, y estil obligndo n demostmr In culpnbilidnd por otros medios de pruebn. 

Pnm nscgurnr ni ncusnrlo In posibilidnd de dcclllT!lr libremente, lo rodearon 

de unn serie de gnrnntins: Dentro de 11111 cunrcntn y ocho horas siguientes a su consignación n In justicia, 

se hnní snher ni ncusndo el nomhrc del acusndor y In nnturn!C?.n y causa de In acusación, a fm de que 

conw.cn bien el hecho punible que se le atribuye y pueda contestar el cargo, rindiendo en ese neto su 

declnmción prepnrntorin; ello ocurrirh en audiencia pública, en presencia del juez que conw,ea de la 

causa y ele! defensor del ncusndo (nr!lculo 20, fracciones JJI y IX). 

Estn hn Aido una de lns normllA constitucionales mhs conlrovertidns. 

Quienes estnn en m1 favor In cormidcmn unn de lnA mils importantes di..,posiciones de la Con.,litución. 

'· ~" : ~ . 
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Para ellos, oblignr a unn pcrnona a r¡ue contribuya a su propia condena es degradante y contrnrio n In 

dignidnd hmnnrm. 

Por lns conchrniones que se formulnrim, me valdré del método grnmaticnl 

pnrn e~aminnr l<'s nlc.~nces de In gnrnnlfn procesal que :ie estudia. 

Compeler significn - obligar n uno, con fuerza o por autoridad, a que haga 

lo que no quiere - o, inconmnicnción es ·· aislamiento temporal de procesados o de te.~tigos, que ncuerdnn 

los jueces, scflnlmlnmente los instructores de un sumario ... (18). 

El enunciado o cualquier otro medio que tienda a aquel objeto, sólo 

confirmn In prohibición, precisando que serim netos contrarios a esta gnrantla aquellos cuya realización 

produzcnn como rcsullndo que se obligue a dcclllf!lr en 1m contra ni acusado. 

Se obscrvn que In gnmnlln individual protege In integridad flsicn del 

proccmulo en términos generales; y, dentro del juicio, eormlituye una limitación procesal, que brinda 

certC2'.n jurldicn. 

El incumplimiento de los dictados constitucionales Vil a producir los 

siguientes efectos jurlrlicos: responm1bilidnd pcnnl ele la pernonn flsicn que tcng!I el airáctcr de titular del 

órg11110 del fütnclo, a nombre del cunl ejercitó el neto que constituye un exceso de poder; y, dentro del 

proceso pcnnl, originara lR incormtitucionnlidnd del neto de autoridad que tiene por recepcionndns en 

estos términos In dccmraeión del acusado. 
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En consccucncin, In conculcación de In gnmntln con~titucionnl, dentro del 

juicio pcJ1J1I, prod11cc In folla de vnlicfoz de In declnmción como elemento de prnebn; de tal forma que 

ésln no podrá brindar valor probatorio y menos clevnrne n In cnlidnd de dcclnmción confesional. 

- Por ello los diclndos del Código Polltico q11e se estudian constituyen 1mn 

limitación a In nctividnd del juez, de carácter procesal ni momento de dictar justicia. - (19). 

2.- EL DEHECHO DE DEFENSA. 

El derecho de defenderse es aquel que tiene el procesado penal para 

oponerse n In ncimnción. 

El concepto de defcnsn, jmito con las nociones de ncción y jurisdicción, 

son los tres pifo.res básicos sobre los que descansa In idea minma del proceso penal como estructura 

normativa destinada n nnnoniznr In pretensión pnnitivn del E.~tndo, la libertad individual y las exigencias 

de la correcta y villidn administración de justicin dentro del Estado de Derecho. 

Luego entonces, si se concibe ni juicio como la necesaria slntesis de 

ncusnción y defC'lmn, no es lógicnmcnl.e posible pcnsnr a In una sin la otra; e.1to lleva 11 destacar, por 

m7..ones de lógit-n )' lcgnlidnd, que In defonsn, en cuanto concepto contrario a la prctC11sión pcnnl, es de 

igual mngo y nccesidncl r¡ue está. 

- El derecho de defcnsn comprende, a su vez, 111111 nerie de derechos. De 

ellos, el nrlfculo 20 consngm, con mngo constit11cionnl, los siguientes: 

1) El derecho n ser infonnnrlo de In acusncióu, 
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2) El derecho n rendir declnmción, 

3) El derecho n ofrecer prnebns, 

4) El derecho n ser cnrcado y 

5) El derecho n tener dcfensor.-(20). 

fü nece.qruio rccordnr que cndn uno de esos derechos representa una 

conquista sobre los principios nplicnbler. en el procedimiento inquisitorinl, el cual era su secreto, 

conccionnhn In confc~ión del reo medinnte el tom1cnto, limitnbn su derecho n ofrecer pruebas y le negnbn 

totalmcntc el de ser cnrendo con sus ncimndores y, por último, condiciOI111bn de tnl forma la intervención 

del defensor que In hncfn inútil. 

En pnlscs como el rmestro donde In administrnción de justicia arrnstm 

vicios cuyo orip.en proviene de lns prolimdidndes de In miz histórica, el procedimiento normnl del órgnno 

a cuyo cnrgo se encuentro In fose anterior ni proceso, In averiguación previa, no se distingue 

precisamente por el lmto humano y respetuoso del indiciado, aunque es de apuntnrne una corriente 

notnblc hmdienle 11 mejornr. 

Durante In averiguación previa cuya nalurnleza gencrahnente se acepta 

como nclmirüstrntivn, se ventila nnte In nutoridad del lvfmisterio Público, en su cnró.cter de órgano, no ele 

pnrte como lnep.o ndquiere durnnte el proceso, sino como órgnno del Estado. 

La intervención de In policla judicial e,, dcterminnnte en este periodo; sin 

su concurso diflcilmcnte podría llevnrne a cnbo In investignción correspondiente, y concurre en forma 

sustnncinl en In prepnrnción del ejercicio de la ncción penal, haciendo prueba plena las actuaciones 

seguidn., por ese cuerpo policlnco. el Minfaterio Público, dirige y completa la investigación para integrar 
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los elementos del tipo y efitablecer la presunta respmmnbilirlnd. 

Ln compnrccencin del imlicndo tanto ante In policln judicial en un paso 

inicial, como nnlc ln nutoridnd del Ministerio Público, n pcsnr de los controles establecidos a Jo largo rle 

su historia, se hn preslndo parn In violnción de los derechos que el individuo posee en su carácter de ser 

humano, y Jos inrlividunles consngrndos por In Corrntitución de In República. 

Tanto ante ln policfn judicial como nnte el Ministerio Público, el inculpndo 

se encuentrn en desventaja innccplnblc cn mm sociedad que vive el último cuarto del siglo XX, 

distinguido por sm nvnnces en In luchn por el respeto de los derechos lmmnnos. 

J Jncicndo n un Indo In circunst:mcin de que In baja preparación escolar y 

culturnl del pueblo mexicano Jo hace proclive a ser victima de ln violación de sus derechos, no es 

ndmisible conlinu11r en el empleo de métodos propios de sistemas no democráticos en Ja averiguación de 

los hechos. 

De enn suene s11 rcsultndo puede RRumir en la ob.~curidnd cnrcelnrin n 

seres, cuy11 culp11hilidnd n mermdo no se denmestrn plennmcnte, convirtiendo n un órgano del Estado 

defcn3or rfo los intereses m>einlcs, lmsenndo 1lc.~entmfl11r In vc.-rdnd y ln correspondiente culpabilidad, en 

un ó~nno pcrncculorin y represivo, rni\s r¡nc rlcfcnsnr ele intereses violador de hrn gnrnntlns que In 

cmmtitucibn scl!nln piun los micwbres de In com11nicl11d. 

Esquivar In vcrdnd respecto n In tortura, llsicn o moral, como método 

preferido en ln invcstig11ción, serla tnnlo como no desear profundizar en la poRibilidad de refommr el 

Ri9tem11 pennl, en beneficio de In colcctividnd 11 In que se debe, hacer de esta ctnpn espejo de In justicia a 

In 'lile n~pir11, y qnc rfohc nspirnr el F~lnrlo mc~ic11110. 
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Está obligndo el llrfinistcrio Público, por su nltn investidura, n ser 

estrictnrnente respetuoso del principio de legnliclnd, base de In existencia rnisnm del Estado. 

- Revisnr las gnrnntlns e01rnngmdns en In Constitución, llevn In conclusión 

de su violación sistemfilica en In el11pa investigadora por In autoridad responsable. Reconocer esns 

violaciones llem n In conclusión de la necesidad cfo reformas substanciales cuyo objetivo sen preservar In 

exÜ!tencin de In nonn11 suprema estnblcciendo mccnnismoa pnrn impedir In violación de los preceptos 

fundmnentnlcs ele In vidn del pnls:· (21). 

Ln renlidncl npuntn que In práctica es con!rnrÍll a lo dispuesto. ReRUl!n 

dificil proponer rcfonnns, ,,,Jicionca o c.imhioa pnm cvitnr se lesionen los derechos de un detenido ni ser 

investigado rlurnnle el periodo indngntorio; sólo el hecho de ser privado de su libertad sin que medie 

orden jndicinl constituye unn nbcrrnción jurldicn. Hnbrln que regular lo e.,tnblccido por In práctica pnm 

cncundrnrlo dentro del mareo con,filucionnl. 

Retomnmlo el curso rle In participación del defcn.,or durante la 

nverig1mci6n previa, y h'.?bicnrlo punhmli7Jlflo In inc011stilucionnlidnd en In privación de la libertad 

durante csn fose, qm:dn por cslnblcccr nlgunns cm1sirlcmciones pnm In pnrticipnción del defensor, desde 

el primer momento de In rlclención del individuo, que puede colnbmnr pnm In investigación de los 

hechos verdnrlcros conilyuvnndo en In obtención ele re.fültndos jmtos. 

Aunque el artlc11lo 20 de In Con,titución se refiere n !na gamntlns ·del 

ncusnclo en los juicios de orden criminnl, es npliCllble, por el esplritu miRmo del precepto, 111 

procedimiento sc¡mido en periodo indngatorio. 
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El precepto establece el derecho del individuo privado de su libertad, n ser 

nsislido por un defensor, cJc.qde el momento mimno en que se le detenga, teniendo derecho, el defensor 

nombrado, a eslnr presente en todos los netos. 

Lll moderna doctrinn procennl reconoce en el defensor penal unn naturnlcza 

eomplejn que le <fa cnrnctcrcs de nsesor del procesado, de representante y de sustituto procesal de éste. 

El hecho de que el defensor deba existir, incluso, si ello es necesario, en 

eonlrn de In vohmtnd del procesndo, pennite ya nfinnnr que no es un mandatario de éste, puesto que el 

mnnrlnto es siCJnpre libremente otorgndo. Luego no debe regirne por !ns reglas del rnnadato, ai ajustar 

sus netos 11 In vnhmlnd clcl procesado. 

Tampoco tiene el defensor el mero caró.cter de: nuxilinr ele In nclministmción 

de justicia; si n•I fücrc, estnrla obligado n violar el secreto profesional y n comunicar n los jueces todos 

los infonncs confirlencinlcs <¡ne hubiese recibido del inculpado. 

El defensor es nRe•or del cnenimado en cuanto que lo aconsejn, con bnse en 

mrn conocimientos t«'cnicos y en s11 expcriencin, infonnAn<lolo sobre ln11 nonna11 smlancialcs y procesales 

en rclneión l~m el hecho y In• peenlinri<lnrlcs de m1 cnso. 

El dcfen.~or es representante y sustituto procesal del enc1ms11do ¡mesto que 

actúa por si solo, y sin In presencia de éRte, en gran núm:m> de actos procesales, tales como el 

ofrecimiento y de.•nhogo ele lns pmebns, 111 inteqxmición de rccurnoR, In formulación de conclURÍOncs, In 

dCJnnmln de nmparu, ele. 
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A medidn que el proceso pennl alcimzn mnyorcs niveles técnicos, aumenta 

In intervención del deformor y dbminuye 111 del procesado, ni grado en que apenas se requiere se 

prcsei1Cin pnrn nlp,1111os netos nis Indos de cmhcter pcrnonnllsimo, tales como la declnmción preparatoria o 

los Cllrco:i. Luego se juntifica In nfinnnción de que el defemor se hn convertido en el sustituto procesal 

del ncusado. 

Nuestra Constitución, ni establecer que debern olrne ni acusado en defcn.~a 

··por si o por perno1111 ele su confi11117.'1 -, tuvo sin d11d11 In intención ele dejar en sus mnnos una elección 

sin cortnpfans y <le prohibir n lnn nutoridnden que irnpi<licrnn el libre nombrnmicnto de defensor, la 

nom1a constituci,,nal pone en peligro el derecho mismo de defensn que pretende proteger. 

Dados lo ténninon nmpllsimos de In fracción IX del articulo 20 

constilucionnl, nndn impedirla r¡ue el procesndo designarn defensor a un menor de edad o a un 

nnnlfnbeto, o, incluso, que decicliern clcfenrlerne por si un psicópata. 

Ahorn bien, 111 posihilidnd técnica de ser defensor no solamente es!h 

abierta n cunlquicrn, sino que, dndo que el proceso pennl es un sistema normativo de alto nivel de 

especiali7nción lécnicn, sus mccnnismos de comprensión y aplicación se encuentran estrictamente 

reservndos a 1111 gmpo profcsionnl que llJ intcrpreln, renlizn y nctún. 

Una. rnzón má1 que pnrn exigir que los defensores Rcnu abogados eR que el 

representante del Ministerio Público, en nuc,qtro p11fa, es siempre letrado; luego, se romperfn In· ig1111ldarl 

de lns pnrfc!'I si no lo fucm el defeirnor. 
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.. Por lo que hnce n In nutodefcnsn, ésln es inndeeunrln incluso en In 

hipótesis ele que el proccsndo sen un experto en Derecho pcnnl. En primer lugnr porque, involucrndo 

pcrsonnlmenle en el problema que trnln de resolver y teniendo en juego In libcrlnd, el honor y el 

pntrimonio pmpios, el proccsndo cnrcee ele todn trnnquilidnd de Animo ncccsnrin pnrn nctunr como nu 

propio defensor. Enm~gui<ln porque, frccuentcmt'Tlle privado de nu libertad por lnn mcdidnn de prisión 

prcventivn, el proceMclo cnrecc ele In movilidnd inrlispermnble pnrn un defcnqn cficaz.-(22). 

No obstnnte, es rccomcndnble, dndo el cnrhctcr loen! de In Ley de 

Profesiones, unn rcfonnn constitucionnl que con.qnf?.re el derecho a que la defensa quede en manos de 

nbogndo. 

Mhximo interés presentn el detcnninnr a partir de qué momento nnce, para 

el inclividuo sometido a procedimientos de tipo penal, el derecho a nombrar defensor y a que éste 

intervengn en su fnvor. Concrctnmcnte, el problema consfote en saber si gozn de ese derecho el indicindo 

dentro de In nvcrignnción previa ante el Minfotcrio Público o si le está rc:iervndo al procesado ante las 

nutmidn<les jurlicinlcs. 

EL pltrrnfo inicinl riel rullculo 20 con.qtitucionnl afirma que las p,arnntlns 

conce<lidns en su le:'<lo pertenecen ni ncusndo en todo juicio del orden crimiMI. No ob.qtnnte, pnrtirin por 

unn fnlsn rntn c¡11ien prclcnrliem concluir, ele los 1érminos ncusndo y juicio, que el nrllculo n c:itudio 

re.qcrvn sus disposiciones tnu nólo n In ctnpajuriscliccionnl de Jo.q proccdimicntos pcnnlca. 

Por cunnto ni ténnino ncuando, eata bien clnrn que el nrtlculo 20 de In 

Conatitnción lo empica en formn nmpll.qimn, pnm rle•ignnr n todo aquel que es sujeto de procedimientos 

pcnnlen, nin hnccr dbtinciones entre lnn divcrnn.~ ctnpnn ele dichos procedimientos, y no en el re11tringido 
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Rentido técnico que dc.~ignn n nr¡uclln llCP.lmm contrn la ciml el Ministerio Público hn fonnulndo 

conchmioncs nc1mnlorins. 

En renlidnd, el problemn r¡ue nos ocupn hn sido reAUelto, en forma clnrn y 

lcnninnnte, por el propio constituyente, El texto de In frncción IX del nrtlculo 20 con11titucionnl dice: .. El 

ncnsnclo podrá nornbrnr defensor desde el momento en que sen aprehendido:· 

·· Olgn folns y Elpiclin Rmnlrez encuentran tan claro el texto con11titucionnl 

que, ni cnumcrnr h~ gnrnntlns de !ns que go7.11 el procenndo pcnnl, se limitan 11 trnn.~cribirlo, diciendo: 

"El nc1rnnclo p<><lrlt nombrnr defensor desde el momento en que sen aprehendido ".(23) 

.. Pnrn Gnrcln Rnmlrez, en cuanto ni momento para el nombramiento de 

defemor, In fmcción JX del mnllicitndo nrtlculn es expllcitn: dende el momento en que sea aprehendido 

(el indicinclo). Explica qne In voz aprehensión "puede interpretarne, favor reí, como sinónimo de 

detención <> bien, en ténninos mita rigurosos, corno nprchcnsión en sentido estricto, esto es, como 

ejecución ele 1111 mnndnmienlo de nutorirlncl. ··(2'1). 

El derecho del indicinrlo n asistirse de un defen.~or durante ln nverigunción 

previa y n partir del momento en que es detenido, con.,agrndo por In Constitución, reconocido por In 

doctrinn, reitemclo por In ley procesal penal y admitido por In jurisprudencia de la Suprema Corle, 

responden nccc.~irlmlcs técnicn.,, lógicas y juridicns imlcrognbles. 

El defensor, cuando interviene en un cnso en el su defcnso ha 9ido detenido 

durnnlc unn nvcrignnción prcvin, tiene 111m función primordinl: In de estnr presente en todo interrogntorio 
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que se hngn ni imlicindo en el momento de rendir declnrnción durnnte In nverigunción previa, el proceso 

judicial puede inici:irne sobre In bnse de una confesión coaccionndn. 

El nbsurdo es evidente. L'\ constitución confin ni Milústcrio Público la 

nverigunción prt-vin. El juez no intervit-ne en elln. Luego entonces, el derecho que In frncción lX otorga 

ni ncusndo de nombmr defensor desrlc el momento en que sen aprehendido, es, constitucionnlmente, 

corrclntivo ele 111111 oblignción del Ministerio Pí1hlico, no del juez, durante In nverigunción. 

El Ministerio Público cstA obligndo n rcspctnr el derecho del detenido de 

nombrar defensor y está obligado n permitir In presencia del defensor en los interrogatorios n que sometn 

ni detenido. Todn confesión obtenidn por el Minfoterio Público de un detenido que dcclnrn sin nsistcncin 

de defensor, es contmrin n mm ley ele orden público y, por ello, es nula y sin valor, confonne ni principio 

consngrndo en el nrtfculo 8vo. del Códip,o Civil. 

Como rciterndnmente se hn mnnifestndo n lo largo del trabajo, In legnlidnd 

en In actividad ele In autoridad representativa del Eslndo debe mnnifcstnrne en cndn uno de sus netos pnm 

preservar el Estado de Derecho, como gnrnnlln de In exi:iteucin del gmpo social. 

~~.-EL DERF.CllO /\. CJ\l~E/l.RSE. 

El nrt!cnlo 20, frnct•ión IV cotmlitucionnl crea In figuro ele lo~ careo~ en el 

proceso pennl ni indicar: 

- En todo juicio de orden crimiunl tendrá el ncusndo las 11igniente11 

gnrnntlns ... TV. Será cnrcndo con los testigos que depongan en :m contra, los que deelnmrhn en su 
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prcsencin, si e~lm;encn en el lngnr ele! juicio, pnrn que puccln hncérneles toclns !ns prcguulns couducente11 

n sn defc1rnn ··.(25). 

En cslc npnrtndo Re intentnrn dcsentrnílnr In nnturnlezn probntorin 

de los cnrcos; el vnlor que como pruebn se le puede nsignnr y los mcclios mcclinnte los cuales se puccle 

salisfnccr In gnmntln procesnl. 

Los cnrcos constilucionnles se estnblcccn como fonnnliclnd emmcinl en el 

proceso peiinl. 

El objeto de estos cnrcos, es brinclnr clemento11 psicológicos in.~upernb!es al 

juzgador, ni poner frente n frente n quicnen hnn dcclnmdo en el proceso y confrontar In vnlidez de sus 

testimonios, lo que le permitirá dictnr justicia con npcgo n In verdad. 

J\sl, In diligencia de enrcos es cclcbrndn cunndo en el proceso exislnn 

testimonios q11c ncrcclitcn In existcncin del iniirnl<> perml y In rcs¡xmsnbilidnd penal del procesado. Su 

linnlidnd es pcm1itir ni ncusndo el conocimiento ele quienes deponen en su cot1tm pnm poder fonmilnrles 

!ns preguntns qnc estime convenientes en rclnción n sn dcfensn. 

Por lo cu:\! In diligencia de cnreos podrá pmcticnrne dentro del téitnino 

constitnciot1al; pero si se celebra en el pertoclo de instrucción ese retraso no conculca la garantia procesal 

que se estudin. 

Por otro Indo si Re prncticnn en más de unn ocasión los dichos careos, ello 

no con.,tiluye exceso de ¡xxlcr; ni vicia de incmmtitucionnlidnd el procedimiento pennl; p11Cs tJtl 

cvcnt11111idnd sólo brinrJn unn mayor certeza jnrldicn ni acusado dentro del juicio. 
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Al Indo del careo coIL~titucional, los códigos procesales penales establecen 

otro tipo de cmcos que debcnln practicarse cumulo exista contradicción en !ns declnmcione,, de dos 

personas. 

Siempre hnbla sido una co!L~\nntc discusión !ns hipótesi.~ en que el 

detenido podln ser Cllrcado con sus dctrnctores, lnnto nsl que se llegó a confundir los enreos 

con.1tit11cionnlcs con los cnrcos proccsnles, sin cmbnrgo, nadie se preocupo por <listiuguir ni menos In 

mancrn de su rlcsnhogo en donde crn mhs fncil nrkcrtir mm diferencias. 

/\ntes de cntrnr en ese punto, enbe decir que antes de In refonnn 

constitucionnl de septiembre de l 993, IC>s cmcos con.1titueionnles son un deber pnm el juzgndor qt1fon 

oficiosnmcntc ¡m¡lln decrctnr In cilnción para su <lcsnhogo, lo q11e dnbn impulso ni procedimiento en nrns 

de un respeto n !ns gnrnntlas constitucionales, su omisión nmén de ser un motivo de rcpnrnción n través 

del juicio de ampnro daba lugar n un instituto jmtdico nnte el Tribunnl de Alzndn, este es, In reposición 

del procedimiento. 

Empero, también en nlgunon ensos se pennilln In libre omisión de los 

cnrcos constib1cionnlcs, cqmo cmn los supuestos en que el inculpado se babia confesado respon.,nble del 

hecho pennlmente relcvnntc que se le ntribuln, en ntcneión a qt1e ningún beneficio podln reportar a su ya 

dificil sihmción jnrl!licn y si en contrnrio implica el retardo de In impnrlición de justicin. 

En todo cnso, el clcsnhop.o de los careos corrnlitucionnlcs en cuanto a su 

rneclmicn se irlt"11fific11\)11n en In virln profesi•mnl, cnnnrlo que en estricto apego a In técnica jurídica se 

diferencian. En efecto, el careo coustilucionnl sólo tiene el efecto de que el deteiúdo conozca n flUS 

dctrnctores y los interrogue cnrn n cnrn, pudiendo fommlar tnles pregunlns por si o por su defensor, sin 

que el Fisenl tnvicsc oportunidad de tener pnrlicipaci61L 
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Ello es Mi, porque el cnrco cmmtitucionnl rcsultn ser llilll gnrnntln del 

nc1mndo y que solnmente n él compete su ejercicio, sólo que en In vidn pnicticn, en tnles nctuacim1es 

bnsln !ns pnrles inlerrognbnn tanto ni inculpnrlo corno a su cnrcado, lo que indudablemente los 

nscmejnbn ni cnreo procesnl. 

J\horn, yn con In rcfonnn al texto conntitucionnl, el derecho procesal penal 

como el suslnnlivn p.1snn n ser los grandes pcrnonnjen del cnmbio, mnlo que el Derecho Pcnnl en general 

pMn n ser mm rnnm del Derecho con In cxcelsn y pulcra técnica jurldica que nntes solo habla 

cnrnclerizndo ni Derecho Civil. 

En n pnrtir de entonces, que los cnrcos conslitucionnlea ne convierten en el 

efectivo dcrcch<) rlc que el detenido puede inquirir de frente n los que dccl&rnn en su contra, su 

promoción, ofrecimiento y desahogo solo compele n R<>licitud del propio detenido, quién incluso puede 

desislirne de )Qn mfomos, o ni lo prefiere, solamente enfrentarse a aquellos que según el interés de su 

defensa convcngn, y l"ll In que sen él quien enln focultndo pnrn interrogarlos. 

En ese ordl"l1 de idens, los careos dejaron de ser una in.,tib1ción que diera 

impulso ni proceso pcnnl, pnrn ser nclunlmcnle un derecho R11bjetivo cuyo ejercicio queda n In libro 

pole.,llld del dctcni<lo. Ahorn bien, pnrn no ser extremista n mi juicio esa posibilidad debe quednr abierta 

también pnrn que sen el defensor -el técnico del derecho- el que en base n su conocimiento y estrategia 

pnedn nolicilnr n11 dcnnhogo. 

Ln oportunidnd proccnnl de ofrecer 1011 cnrcon con11titucionnle11 con10 un 

medio de prnebn quedn tnmbién n In 11olicitud del detenido, claro está que antes de que concluya In fn11e 

de In i1111tmeci611, ello .•i se lrntn11é de In Primera hrnlnncin, porque nada impide que ante el Judex i\d­

qucm pueda proveerse n 1111 promoción. 



46 

Quedó el careo constilucionnl como un mero derecho del detenido porque 

ciertrunenle de su resultndo p<xllnn obtenerse dalos que incriminnnin su posición dentro del juicio, 

nunquc tnmbién In mismn rn7.Ón Je asiste, si por el contrario, se nllegnm! de datos que favorecieran la 

pretensión ele In rlefcrrnit. 

Un nspcclo importante y que marca la reforma con~tituci011nl como una 

idcn procesal ele vn11gunrrlin, lo es In desaparición ele los llnmndos -mnlnmente- careos supletorios, que 

mmcn cumpltn11 con el objetivo de unn prncbn y si en enmbio, retardaban el proceso, podlnn dnr génesis 

n la reposición riel prnccdimicnto y fnvoreclnn In posición de In neusnción, pero en In actualidad si los 

principal quedó n solicitud del inlcresndo entiéndase el detenido, es obvio que lo accesorio en modo 

alguno p0<Jln subsistir. 

Los cnreos son en In nctunlidnd una institución que respeta y caminn 

pnmlelnmcnle n olm J'l'lT111ttln de !1rn que consnp.rn el nrtfculo 20 Con.~titucionnl, y que ya nqul file 

exnrninn<ln. el d<'rrcho n no nuloinerirninnrne o bien de dcclnmr o abstenerse de dcclnmr, por que en In 

mnlcrin pcnnl n rlif<'rcnein rfo In m:itcrin civil, el que l'nlln no es que ofOTgnc o consicnln el neto sino que 

nnelndicc. 

Es clnro, en rnnlcrin pcnnl no existen lns confesiones ficln11. 

Sólo v11le puntu11IÍ7J1T. que )011 cnrco11 procc11n)e.~ en curmto 11 rm dioAnücn 

permiten In intervención de fo~ pnrte11 ¡1'1111 interrop,11r n los cnrendo11, una ve.• que se le11 llamó In atención 

sobre su11 contrndiccio11e11, y este tipo de careos si e.•ln n di~po11ición de 1011 participes del procedimiento 

pennl. 
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AÚnque en Jos cnrcos constitucionnle.~, el Minfotcrio Público debe gunrdnr 

unn postura en cicrtn medidn de mero obscrvndor, ello no significa que su presencia en tal nctunción 

judicial sen ele mem deeornción, habida cucntn que lns diligencins en In matcrin pcrull requieren de la 

11sistcnci11 del órgnno ncusndor uo tnnto parn cumplir unn fonnalidnd como efectivamente lo es, si, 

tnrnbién, por el cnn\cter colegindo del careo como un instmmento de prueba. 

El cnrc.1 constilucionnl es entonces un real y efectivo derecho cousngrado 

en In Corrntit11ció11 y que solo tiene por cfcdo dnr plcnn renliclnd a In gnrantln proccsnl penal que cnmnrcn 

el articulo 20 tfo In Cnrtn lvfagnn y que incumbe t'micn y exchrnivmncnte ni titular de ese derecho. 

Nndn impide que en el texto de In Constitución como en !ns leyes 

proccsnk.~. pucdn hnccn;c In demnrcnción de In difcrcm:in que nqui comentamos, porque de em1 formn 

fncilitnrln el entcnrfimicnto de In mcclmicn, clesnhoµo y ofrecimiento del careo. 

Mención npnrte merece el hecho de poder ofrecer los careos ante el Juez 

Ad-qucm, porque es verdad que yn pnrn entonces el Tribunal de apelación estnrin viendo el follo 

combntido <lesdc ()fm pernpcctivn y ya no en In originalidad de su justipreciación como le habla ocurrido 

nljuzgndor de Primer Grndo, pero en fin, nndn intcm1mpe válidamente esta situación. 

~.-J./\ ílREVEDAD DEL PROCESO PENAL. 

Que el proceso sen breve quiere decir que sen de corta duración; que se 

termine dcnlrn de poco tiempo; que se tmmilc con celeridad. En ello están inleresndos el Estado y el 

proccsndo. 
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El primero, fimdnmcnlnlrnente, porque nólo mediante procesos breves 

puede logrnr In li11nlidncl de que In pcnn sen ejcmplnr. 

A los ojos ele In m>eiedml, In scnlcncin conclcnntorin que se clicln nflos 

después de comcliclo el dclilo, más parece inútil cmcldncl que rnwnndn sanción ni neto que In comunidad 

ha olvidado ya. 

Acccsorinmcntc, el proceso breve disminuye los gMtos que el Estado debe 

erogar para el enjnicimniento y encnrcclnción del ncnsnrlo. Por lo que hnce a este último, es obvio el 

interés que tiene en el rilpido lín de las mnlestinn y el descrédito aflejon ni proceso. 

Ese interés se convit-rte en angustiosa espera cunado el procesndo se 

encuentra sujeto n prisión preventiva, cliverna de In prisión definitiva sólo en el nombre, y sometido, por 

lnnto, en 1111 mnmcnto en que debernos presumirlo inocente, a unn privación ele su libcrtnd lnn aflictiva 

como nquelln <le que sen\ objeto curuulo, dcclnm;Jn culpnble, se le imponga sanción cnrcelnria. 

Ln prisión preventiva, unicln n In lentitud del procesnnúento produce 111111 

dmmática invcrnión de los valores procesales. Se canccln el principio de inocencia y se obliga al 

procesado n cumplir por anticipado 11na pena en momentos en los que aún ignoramos si tenemos derecho 

a impont-rlc In) castigo. La posible almolnción posterior rcsnltn una dcclnrnción hueca e inútil. 

- Pt•r ello, Beccnrin nlínnnbn qne, para que mm pena no sen Himple 

violencia conlrn un ciudndnno, debe tener, entre ol.ms, In cnrncterlslicn de ser pronta. -(26). 

En México, el primer antecedente de cRln garnutln np11rece en el Proyecto 

de Connlitucinn Poltticn rle In Repúblic11 Mexic11nn fechado en In ciudnd de México, el 15 ele junio de 
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1856. El nrtfculo 24 del Proyceto dice: - En todo procedimiento criminnl, el ncusndo tendrá las niguientes 

g11rnntlnR: 4n.- Que se le juzgue breve y_ públicnmente ... -.Estn frncción no llegó n fommr parte del texto 

definitivo del mtlculo 20, en 'lUe se convirtió el articulo 24 del Proyecto, de In Constitución de 5 de 

febrero de 1857. 

Si se con.1idcm In gnmntln de brevedad en fonnn nislndn, fiícilmente se 

puede llegnr ni nhmmlo de e'luipnrnr justicia con rnpidez. El proccno más justo serla el mán breve. El 

:nimmnm de _i1rnticin se logrnrln cunnrlo los juicio• tenninnrnn el mismo din en 'lue se inicinron. 

El contrnpeso de In p;nrnntln de brevedad e• In gnmntln de defcnsn. Y no 

puede comprend~rne n In primern sin entudinr n In Rcgundn, especinlmcnte como derecho n probar. 

La frncción VI JI del nrtlculo 20 constitucionnl, cuyo texto gnrnntizn ni 

nc1rnndo que nr.r~ jnzgnclo nnten del vencimiento de detCITIJinndos plazos, fijn, de una manera clnrn y 

precisn, In dnrnción mflximn de los juicios pcnnlcn. 

Ser juzgarlo 'llliere decir st>f sentenciado. El nrtlculo 20 constit11cio11nl 

gnrnnti7,11 ni pH>cesnrlo '111e, dentro de los plnm• fíjnrlo• por R'U frncción VJIT, el órgnno jurisdicdonnl 

dicl11rá resl>lncil¡11 que re.111elvn •obre el fondo del nnunto, po11iendo fin 11 In in.1tnncin. 

T..~ p.nrnnlln de brcvcrlnd no nmpnrn In vln im¡mgnntivn de npelación ni el 

nmpnro, pll(.-s, en tnl cnso, los pln7m de In frncción VIII serian de imposible observancia. Si los 

tribunales de npelnción no dictan su scntcncin dentro de los plazos marcados por In ley, podrá afll1Dllrne 

'llle desobedecen el mnnrlumiento del nrllculo 17 constitucioonl, conforme ni cual la justicia debe 

ndmi11islmrne ·· en los plw.os y términos 'lllC fija In ley -, mhs no que violnn In gnrnntln especifica rle 

brcvednd cmmngrndn en In frncción VIII del nrtlculo 20. 
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Sin dudn, el mfrn imporlnnte problema que deben resolver los intérpretes de 

In frncciónVIÚ e.q el detenninnr cuáles deban ser las consccuencins de que un proceso se prolongue, por 

mnyor tiempo que el sellnlndo por In Constitución, sin ser fnllll<lo. 

- Todn Rllrnntfn individunl se mnnifiestn como una relnción jurldicn que 

existe entre el Eslndo y sus nutoridnclc.q, por un lnclo, y d gobcmndo, por el otro, a virtud de In cual surge 

pnm éste nn derecho subjetivo público, con In ohlignción cslnlnl correlntivn, In cunl irnplicn o bien unn 

nbstención (noR(>elo), o bien nn hneer pooilivo. ··(27). 

Ln gnrantln de ser juzgndo dentro de un lnpso dctenninndo impone ni 

poder juclicinl In obligación jurldicn de didnr sentcncin, en !()(los los procesos pcnnles, dentro de ese 

lnpso, y no ckspué,q, Dicha gnrontln impone igunlmente ni poder legislativo In oblignción de regular el 

proceso pennl me<linnte leyes rcdnctndns en !ni formn que cstnblczcnn plnzos y tém1inos procesales que 

permitan concluir el proceso y diclnr sentencia dentro del pinzo c01wtilucionnlmcnte precisado. 

En nlgunns ocnsioncs, In propin Constitución establece cuáles serán las 

consccucncino ele que lns nutoricfodes 110 cumpfon e<m las obligncioncs que se les impone unn gnmntfn. 

i\sl. por ejemplo 1:1 violación de la gi1mntln conqislcnle en que ningunn detención podrá exceder del 

ténnino ele treR rlfn~. "in <JIH! se juíllilic¡ue con un nnlo de fonnnl prisión, trne npnrcjndn In consecuencia 

ele que los nlcnldes y cnrcclemR rlebnn poner en libertnd ni detenido, so pena ele ser c011Rigrn11los 

inmedintnmcnlc n b nutoriclnd competente. 

En olroR cnRoR, In ConRlitución no establece, en forma expresn, In 

consecnencin jur-Jrficn ele In violnción. Tnl es el caso de In gnrnnlfn de brevedad. No obstante, ele ello no 

:ie clcl>e ct'ncluir c¡uc In violnción no llevn npnrejnrlll!l conscc11cnci1111 dentro del ámbito del derecho, pues 

ello equivnldrln n ncgnrlc, ni precepto que In estnblece, el carncter de norrnn jurtcli~. 
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Luego entonces, Ion netos del juez que continúa un proceno pcrutl mhs nlln 

del limite mnrcndo impemtivnmente por In ConRtitución, vnn contrn el tenor de una ley prohibitiva y de 

interés público. y en comecuencin, son nulos y no deben producir efectos. Deben eesnr el proceso y sus 

conseeueneins, cspecinlrncnle In prisión prcventivn, si es que el proce1111do se cncuentm sujeto n ella. 

[11c11rre en esns conrluctns delictuosns el juez que omite dictar sentencia 

dentro del plum constitucionnl. Y scrfn unn contmdicción en ténninos el nfínnnr que su conduct11 es, n 

In vez, deliehio1111 y w\lirln p11rn continuar el proceso. 

No obRlllnte lo expuesto, In Corte Re rehu.111 n reconocer lns consecuencias 

obvias de In gnmntfn de brevcdnd. En tcsiR de JuriRprurlencin Definida hu remello que: - El nmpnro que 

de enderece conlrn In violación comistcnlc en que un proceso no se hn concluido dentro del término 

c01111til11eionnl, no puede tener por efecto que se pongn en libertncl ni reo, sino sólo oblignr n In nutorid11d 

responsnhle /1 r¡11c fnlle desde lut'go el proceso, nlmolviendo o condcmmclo ni inculpado. 

Go117,J\lcz D11.1tnmnntc rlice: ·· Cormidcmndo que esln limitnción debe nplicnrne en 

los procesos cmmrlo 11e11 en beneficio del inculpnclo y de ningurm rnnnern cunnclo le perjudique, como 

sucederin si el inculpado o su defensor hubiesen promovido pruebn.s que inlluynn decisivamente en el 

follo judicinl y r¡ue no se hubicsCTl desnhogndo. Ln fijación de tém1i.nos pnm que los procesos ne 

eoncluynn e•h\ cnmpren<licltt r.n el cnpft11lo c¡ue m: refiere n l11n gnmnUns individuales; son limitncioncs n 

los órgnnos del Poder Público en beneficio de los 1mrticulnres; ele ninguna mnnem en su perjuicio. Es 

verdnd que n In snciednd le intcresn que los procesos no se prolonguen indefinidamente sin dnrle,, unn 

oportunn nolncir'm; pero tmnbién lo es c¡ue ni el inculpado mnnifíesta su Yoluntnd de que In instrucción 

continúe ubierln mlrn nllh del tém1ino fijado en In ley, debe emplearse prudencialmente, pnrn dnrle 

oportunirlnd 11 r¡11c nllegué ni pmce.,o lo~ elcrm:ntos de prueba que se1111 C011venicntes ¡mm sus interesen. " 

(28). 
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A idéntica conehrnión llcgn Herrera y Lnsso, quién nfirma que - los 

lénninos conslitucionnlcs hnn sido estnblccidos en beneficio exchmivo del ncusndo, quien puede 

nmplinrlos cnsi imlcfinidnmente·· (29). 

En co11scc11cncin. Ion procesos penales en México tienen, nonnnlmente, 

unn dnmción superior ni nllo que In Constitución scf~qln como limite mllximo del proceso. Además, In 

Snprcmn Cnrle hn intcrpretndo en !ni formn el principio de Brevcdnd que lo hn reducido, de gnrrmtln 

conslilucionnl 1111 simple ténnino proccsnl pnrn cierre de In instmcción. 

Siendo In gnrnntln ele brevednd concedida en beneficio del ncmndo, y 

siendo In gnrnnt!n de <lefcnsn de mnyor jcrnrquln que In de brevedad, el ncusndo puede renunciar n los 

plnzos cntnblccidos en In frncción Octnva cnnnclo comidcro que n.~I conviene pnrn su mejor dcfensn. en 

igunl formn, y n mnyorln de rozón puede el procenndo renuncinr n los términos que parn ofrecer y 

desnhognr prnchns seflnlnn los proce<limicntns numnrios y ordinnri<Js creados. 

Pnm que el Códi~() de Procedimientos Pennles sea en verdnd 

rcfllnmentnriu <le !ns gnrnntins coi1'tit11cionnles de lm:ve<lnd y dcfcnsn deberá conicner nonnns que 

disponp,nn: 

n) que In inntmt·ción deberá terminnrne en. el mem>r tiempo posible. 

Actunlmente In Crnmtitución yn hn fijndo mm rcch1 interpretación de este principio de lnevednd tnl como 

se enuncio en In reciente rcfonnn con.~lit11ciou11l. cncnminnrlo n un propósito: In efectiva impnrticíón 

prontn y e;o¡pe<Jit.!l de justicin. 

b) que los netos proce~nles que deban tener lugnr durnnte In inslmcción 

que<lcn someti<lo.~ n 1111 pinzo que pcnnitnn Rll rcnliznción en el lnpso que lmhrll rle tmnscurrir nntes del 
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cierre de In mfamn y el momento en que In Connlilueión gnmnli7..n ni detenido que ncrn juzgado. No con 

In fonunlidad de In Ley Civil Adjetiva, si en cambio, pnrn poner un pinzo ml11imo ni desahogo de algún 

me<lio de prnelm. 

e) que el pinzo pnrn el cierre de In innlrncción se entnblC7.ca en beneficio 

del ncunnrlo, y 'lile ente puc<fn remmeinrlo en nrnn de nu mejor <lefennn. 

Cunndo nue,~lro Código Procennl Penal consagro eston pri11cipios hnlmí 

intc1prclnclo fidmcnle In frnccióa Octava del 20 conntitucionnl, existirá entonces In accesnrin 

congruencia entre enln y In ley que In rcglnrnentn y ncni posible que se apliquen realmente a los procesos 

!ns noblen ~nrnnllnn entnblccidnn por In fracción n entmlio. 

····,.'.;e·-_.· :;_-,. __ . 
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CAPITULO III.~ DERECHOS PROCESJ\LES DEL DETENIDO. 

SUl'vfARIO III .~l.·- La 'presunción de inocencia. 2.- La cnrgn de In pruebn. 
· 3.~ Ln Jibcrtnd proviRionnl bnjo caución. 4.- El derecho de ofrecer 

pruebaR. 

1.- LA PRESUNCJON DE INOCENCIJ\. 

Unn lnb<Jr de nrq11colop.l11 jurlclicn nos pcrrnile nlirmnr que los llmnnrloR 

derechos hummm" son hi,ios del Siglo de !ns Luces. qne nncicron en In fnmosn Declnrneión de los 

Derecho del flomlne y 1!cl Cimlad11110, nprobndn el 6 de ngosto de 1789, en In que crfatnlizó el illenrio de 

In Revolución Ptnncc"n. 

Sendas dcclnrncio11cs del derecho frnnccs y del derecho ingles son 

imlispcnsnblcs pnrn hnblnr ele In libcrtncl que cnmnrcnn los derechos lmmru1os y n ellos corrcspomJe el 

mérito de hnl>er hecho una delnllndn enumeración de los mimnos y por supuesto de hnbérseloR 

reconocido ni hombre mismo, primero individunlmeute y n In postre n nivel de tmtndos y pactos 

intemncionnles, en sumn hnn commgrndo el respeto universal y reconocimiento n los derechos del 

hombre. 

J\sl pucR este principio de reconocimiento, trnscendió los tcx:tos 

constitucionnlcs n In rnmn del Derecho Penal, en donde yn pnrn esa épocn en que n nivd de In legfolnción 

se llegó n s1mtener que ni detenido le cmrespondln ptomover su inocencia, por cicrtnmenle, In represión 

j11dicinl 1!cl fütado rcconocln en contrnpnrtidn el principio de cnlpnbilidnd. 

ER decir, que pnrn ent011ceR yn importnbn más In pernonnlidnd del autor del 

hecho criminal que el propio neto, por cno l11R rmcvns corrientes inspirndns en los principios de los 

derechos hurrmmrn mirnbnn más nlll\ de lo conlemplndo en la ley, buscando con grnn nf{m, un 

instnnnento que permitiese al dcle1údo ser 11u11quc: litcse inicinlmente potcncinlmcnte inocente, lo que 

signilicnbn hcncficinr ll! con In duda. 
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El legislndor francés Riguicndo lns ideas de Beccarin, llegó a nfumnr que:­

-ª un hombre no se le puede Jlnmnr reo nntes ele In senlencin del juez, ni la nocicdnd puede negarle su 

protección públicn, sino cunndo se haya decidido r¡ue se hn violndo los p11ctos con que se le otorgó .. ( 30). 

En México, el principio füe nccptnrlo por el Decreto Constitucionnl pnm In 

Libertnd rle In J\rnéricn Mexicmm, snncio1mdo en Apntzingfm el 22 de octubre de 1814, cuyo articulo 30 

dispone .. l<J<lo ciudndnno ne repuln inocente, rnientrns no se clcclnre culpndo- (31), este decreto dictado en 

plcnn guerrn de lnrlependcncin mmcn logró cnlrnr en vigor. 

Sin crnlmrgo, In prc.fünciórt de inoccncin no npnrccc mencionada ni en la 

Con..titución del 57 ni cu In del 17, rll7.ón por 111 c111\I hubiese sido válido prcguntnrne si nuestrns leyes 

conoclnn tnl principio en favor del inculpado. 

En In nclunlidml, In n11rrndo ltnens nrribn es de mero orden académico, 

porque México lm suscrito In Convención J\mcricnnn sobre Derechos Humanos publicada en el Dinrio 

Oficial ele In Feclernción del 7 de mayo de 1981, cuyo articulo 8.2 dispone - toda pernollll inculpadn. de 

delito tiene derecho n que se prc.fürnll su inocencin mientms no se establczca legalmente su culpnbilidad 

.. (32), dlns mfts tnnle se rntificn n In fumn del Pacto fntcruaciolllll de Derechos Civiles y Pollticos. 

F.•e conjunto de normM pnMron 11 In pontre ni cllmpo del derecho ponitivo 

111exicm10, lncgo entonce~, no cnbe r!urln que el principio de inoccncin es yn unn noTTllll jurldica vigente 

en nueslro derecho mexicano. 

A pcsnr 1fo ello, nns encontrnmos 1111tores que mueven n la reflexión como 

por ejemplo Mnnzini quien crllicn In prctcndirln presunción de inocencia, pues r¡ue en su opinión es 
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in=cto que en el procedimiento penal valga en favor del imputado semejante presunción. Nnda más 

burdamente paradójico e irracional, agrega. Bnsla perumr en los casos de custodia preventiva, en el 

secreto de In i1rntmctoria y en el hecho mfamo de la imputación. 

Pues e.,tá últilTIJl pnrte tiene corno presupuesto eficientes y suficientes 

indicios de respon.,ahilidad, dcbcrlan de cmmtituir por lo menos una prc.runción de culpabilidad, porque 

a.,i lo concluye el auto en cita; si se presume su inocencia, para que proceder en su contra, C011Cl11ye. 

Como scrin ¡x>sible que de un mismo ncusndo o detenido se presuma su inocencia, y a cambio, también 

en una fase del proceso penal hacemos probable su responsnbilidnd. Ambas afirmaciones pnrecen 

encontrarse en itrcductible contradicción. 

Quizás más correctamente la doctrina argentina encabezada por Vélez 

Mari conde pne<ln sostenerse que -e 1 principio no con.,agrn una presunción sino un estado jurldico del 

imputado, el cuhl es inocente hasta que sea declnmdo culpable, por una sentencia firme, y esto no obsta 

claro está, n que durante el proceso pueda existir una pre.,unción de culpabilidad capaz de justificar 

medida!! cocrcitivns de ncguridnd- (33}. 

Dentro de esta estrnctura el estado de inocencia operarla en favor del 

imputndo ntmvés de los derecho~, de jerarqula coustituciotml, que deben respeténele a lo largo del 

proce110, y que son imprc.,cindiblcs para llegar a In sentencia que determinará, finalmente, la inocencia o 

In culpabilidad del sujeto. 

De ese modo como bien se advierte, la critica de Mnnzini viene a ser una 

cuestión de mcm tenninologla que deja integmrnente subsistente la trascendental importancia de la 

preimnción (o del estado) de inocencia. 
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Ciertnmcnte, In presunción de inocencia no es sino unn presunción iur 

tantum de igunl nlcnnce que todns lnn presunciones de esn lndole en el orden civil. Sin una pernonn se le 

presume inocente es porque únicamente se ¡mede de.?truir tnl presunción probando que es culpable. 

Si en mnterin J>C'TIJll, se pudiera sostener mzonndnmente que es 

contrndictorio presumir que unn pcrnonn es inocente, y no obstante, perseguirla criminalmente, con In 

misrnn lógicn cnbrla afmnnr In cm1trndicci611 entre In presunción de In paternidad legltimn y la 

posibilidad de ncreditnr In ilegitimidad. 

Dcjnndo un poco atrás e.,tas di.,cusioncs casi semánticas, hnbrcmos de 

ocupnmos de determinar c1JJll es el contenido de In prcrunción de inocencia y cuáles son los derechoa que 

otorgn ni procesndo o detenido en el proceso peunl, pam tal fm debemos estudiar las relaciones que 

eximen entre In presunción de inocencia y el debido proceso legnl. 

Asl In., cosas, In presunción de inocencia impone al Estado la obligación 

de dar n todo ser lmmnno trntnmiento de inocente, hasta el momento que los tribllDllle., en sentencia 

firma lo declaren culpable. y entonces, sólo de esn lllllllera el Estado puede trotar al individuo como 

culpable. 

De otrn mnnem dar n 1m11 pcrsOllll el trato de culpable es imponerle una 

perdidn o UllJl l.imitnción n sus derechos, In presunción de inocencia nmpara a todos los s~ humanos 

aún n lo., que ni sir¡uiem hnn sido sometidos 11 unn ncusnción pennl. Tan es nsl, que si se ejerciera acción 

penal en contra de 1mn persono la presunción de inocencia continunrln favoreciéndola aún durante todo 

el proce.qo, hnbidn cuenta que tnmpocn desaparecerln cuando se hubiese dictado la sentencia y en contra 

de elln se hubiese interpuesto un recurso. 
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- Jurlclicamenle, pues, decir que se presume In inocencia clel imputado, 

quiere clecir que se le reconoce en posesión de un derecho a su vida, a su libertad y a su patrimonio, y 

que el Estndo podrá privarlo ele esos derechos únicamente, cuando seguido un proceso penal en au 

contm, el _juez pronuncie sentencia declarnnclolo culpable y esa aentencia quede finne. Idéntico principio 

expresa la 1111\~imn nulln poenn sine judicio -(3~). 

Ignorando el contenido común de In preaunción de inocencia y del debido 

proceso legal, In doctrina ha b1rncado por otra parle cuál puede ser el contenido de In primera. Para 

algunos autores, In presunción. incluye cutre otros derechos, el de que el nC1Jsado no puede acr obligado a 

confesar en su contra, razón por In cuál lrui legislnciones inteCllllll sólo prohiben recurrir a C1Jalquier tipo 

de coacción, presión o arnena:zn tendiente a provocar In confesión del inculpado, sino que afectan In 

nulidad de las confesiones de ese modo obtenidas. 

Otros más sostienen, que ese principio es el gozne del proceso penal 

moderno, ni cuhl se encuentran ligadas laa mAs importantes garnntlrui que tutelan al imputado, entre ellas 

el derecho a una sentencia correcta, el derecho del contradictorio, la inviolabilidad de la libertad personal 

y el derecho de impnrcinlidnd del juez. Aunque otros más, incluyen en él el derecho defimsn. 

En suma, el principio de inocencia y el debido proce.,o son principiot1 

gemelos e indisolubles, que son presupuestos fundamentales en lrui gamnt1as individuales y que matizan 

el proceno penal. 

Resulta pues que en México, pum adecuar el proceso penal a la presunción 

de inocencia debemos sostener lns premisas que a continuación se mlilltnn :-
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a) libcrnliznr nu Bisterna de libertad enucionnl, sometiendo al procesado a 

prisión preventiva Rólo en casos cxccpcionnles, o de los llamados delitos gmves como acertadamente se 

palpn en In rcfomm c011ntitucional de 1993. 

b) hncer efectiva, a nivel procesal, In gnmntln de juicio breve, a fin de que 

In prisión preventiva lcnninc lo untes po.,iblc, y se diga al acusado si es condenado o absuelto. 

c) que no se prive al procesado penal de sus derechos de ciudadano hasta 

en tnnto y no se le declare culpable clcl hecho. 

2.- LA CARGA DE LA PRUEBA. 

La,, presunciones lcgnle., han sido divididas, en don grupos: premmciODell 

iuris et de iure, osen aquellas en que, probado el hecho del que se deducen, no pueden ser ~ladas 

por otms pmelms, y presunciones iuris umtum, o sea aquellas que protegen mientras no se pruebe lo 

contrario. 

La presunción de inocencia, nfinna la doctrina, es Ullll pre3unci6n iuris 

tnnlurn, que puede ser destruida por In prueba en contrario. La carga de esa prueba recae sobre el. 

acusador. n idéntica conclusión se puede llegar si, en vez de emplear el cooceplo de pre3U00ión de 

inocencia, se vnle de aquel otro de estndo de inocencia. 

El acusado se encuentra en un estado de inocencia que le permito el uso y 

goce pleno de sus dcrechQs, quien afinne que ha cometido un delito y que, en COllllCCIJellCia, debe ser 

11anci01111do con privación de derechos, tiene In carga de probar que se cometió el delito y que el 

imputado e., reRponsnble. 
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El ncusndo no tiene In cargn de probnr lill inocencia, puesto que In ley 

reconoce, a priori, tal esllldo, es ni Ministerio PÍlblico 11 quien incumbe probnr los elementos 

constitutivos del delito y de In culpabilidad del imputado. 

En realidad, un impcrntivo lógico de congruencia jurídica CKige que no 

sólo en el proceso pennl, sino en todo proceso, quien pretende cambiar una situación existente deba 

llevar In C/lf!l/l de la prueba de los hechos que nlegn, y en los cuales funda su pretensión. 

Admitir que In enrgn de In prueba pesa sobre la acusación nos lleva 11 

preguntnmos cuáles deban ser las consecucncins de que dicha carga no se de.'lllhogue plenamente. No 

no., referimo~, desde luego, ni caso de que el Ministerio PÍlblieo se abstenga por completo de soportar 

probntorinmente sus imputaciones. Ante semejante ausencia total de pruebas la sentencia absolutoria es 

la única opción. 

Y agrega Florinn: - Hny un principio natural de prueba, únpuesto no sólo 

por 111 lógien y J)()r el sentirlo mornl, sino tnmbién por In probidad proce.'1111; es el principio de que el reo 

no pue<lc ser c.-ondenndo si falla In prueba del hecho que se le imputn .. .la pre.mnción de inocencia no 

puede tener más significado práctico que el que le ria el principio de que para condenar se requiere la 

prueba de imputación, sin la cual el reo debe ser absuelto. La prellUllCión de inocencia no puede 

significar otra cosa sino que cu la duda no es permitido condenar, y Mi, para que pueda dictanlci 

absolución, no habrá que el!pClllI que resulte probada la negación del hecho que se impute, sino que 

ba,,tarf¡ que no se haya obtenido la comprobación de ese hecho.- (35). 

Ln presunción de inocencia ae encuentra, pues, en la liontem mislnll en 

que In que 11c enfrentnn dos concepciones del mundo.: el Estado al servicio del individuo o el Estado por 

encima del individuo, como fin en si; Estado de derecho o Estado totali~o; autocracia o democraciá. 



62 

Pnrn quienes considernmos la libertad como el más preciado bien y el 

vn.,allaje como 111 mayor afrenta que se puede hacer a la humanidad, es lógico que defendamos el 

derecho de toda persona a ser considerada inocente mientrns judicinlmentc no se declaro su culpabilidad 

por sentencia firme; que creamos en In permll11encia e inalterabilidad de los principios de inviolabilidad 

de la dcfensn, de In nlmoh1ción en cn,,o de d11rln, del respeto al derecho del imputado a no declarar en 

contra de sl mismo, de In prohibición de empicar métodos coactivos para obtener su confesión, de que no 

es 11l 11e11sndo n 1r1icn corresponde probar su inocencia, sino al acusador a quien incumbe demostrar In 

culpabilidn<l. 

En pocas pnlnbrns, todos aquellos postulados que han sido el fundamento 

del Derecho pennl liberal y humanitario y que han servido pnrn restituir a las personas su dignidad 

natural, descomJCida y nlropcllnda por las tendencias, antiguas y modernas, que creén que el individuo 

carece de lod11 importnncin frente a In necesidad de una deferum social que, en defmitiva, no se traduce 

niquiern en In deforma del Estado, sino en la defensa de los intereses del grupo que se adueflB del poder. 

Comentando, para saber con claridad qué debe entenderse por cnrga de la 

prueba, es imli.•pcn.•nble distinguir los dos aspectos de la noción: 

Por uJlJl parte, es una regla pnra el juzgador o regla del juicio, porque le 

indica cómo debe follar cuando no encuentre In prueba de los hechos sobre los cuales debe bft.•ar nu 

decisión, pcnnitiéndolé hacerlo en el fondo y evitándole el proferir un. non liqucl, esto en, una aentcncin 

inhibitoria por foltn de pmcbas, de nucrte que viene a ser un 1mccdAneo de la pmebft de tn.les hechos. 

Por otro n.•pecto, es una regla de conducta para las partes, porque 

indirec1nmcnte les sena la cuáles son lo.• hechos que a cada una le interesa probar (a falta de prueba 
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nducidn oliciosnmente o por In pnrte contrnrin pnm que senn COIL9idemdos corno ciertos por el juez y 

sirvan de fundamento a sus pretctmioues o excepciones. 

De tal cuestión que In carga de In prueba es Ullll especie dentro del género 

de cnrgns proccsnlc~. Cnrga proccsnl - es unn focultad o un poder procesal de obrar libremente en 

beneficio propio, sin ~=cción ni sanción, porque es licito noolenerne de hacerlo y sin que exista otro con 

derecho n exigir su obscrvnncia. -(36). 

En este concepto ne incluyen las camctcrislicns m/19 generales del concepto 

de -cru-ga -, porque existen cargas de la afinnación, de In alegación, de la impugnación, dentro de ese 

género. Asl que cuando se conceptualiza como unn facultad o corno un poder de nntumlcza procesales se 

esta indicando que son instituciones obsctVables sólo dentro del proceso, no es un derecho extra o meta 

procesal, .,ólo en unn fncultnd que surge dentro del proceso. 

Como focultnd, puede ser ejercida o no de IIlllilerll, libre por eso dice que 

puede obmrne libremente, y como fncultnd no puede veme vinculado con In obligación. pues son 

conceptos incompatibles. Ese nctunr libremente se hace siempre en beneficio propio, por eso no existe 

coacción pues se es libro de actuar por eso es licito hacerlo o no. 

Asl, que la carga de la prueba e11 una ~gla de conducta pm1 la11 partea que 

11efutla a quien corresponde probar, o bien a quien le interesa probar a fm de no sufrir w c:omecuencias 

de ou abstención. También es una regla de juicio pnrn el juzgador porque le indica como resolver en caso 

de que follen Jns prueba.' de los hechos controvertidos evilllndo la -non liquer, le permiten entrar al 

fondo del nnunlo y por e.m ne dice que - In carga de la pruebti es un sucedáneo do In prueba -, esto es, 

algo qm.• su.9tituye n In prueba ni momento de decidir. 
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De tnl, la carga de la prueba especie de In carga procesal tiene dos 

11l1lnifcstaciones:- corno regla de conducta para las partes y como regla de juicio. Esto es importante 

porque cunndo se objeta que exista carga de la pmeba en materia penal generalmente solo se alude a uno 

de estos n.,pcctos de rnnncm que dcjandolo intocado hacen pernistir una idea importante del concepto de 

cargn. 

Mrummi y Florlnn sostienen que en materia penal no hay carga de la 

prueba, porque el juz.gador tiene amplias facultades probatorias, - es donde el juez puede 9aJir en 

sustitución de Ja., partes o de In lmbilidnd ele ella no puede lmber cargas procesales -. En tal ncntido 

menos aún carga de In ¡m1eba. 

Mnnzini Megura que - no debe lmber cargn de la prueba en materia penal 

porque el proceso penal es ele nntumle7,a inquisitivo y no dispositivo, y en el proceso penal importa llegar 

al conocimiento ele In verdad y a In ndmini.,lmción plena de la justicia, ele manera que si el juez tiene 

amplia., foculmdcs probatorins se !mee innecesario la cnrgn de In prueba-. 

No obstnntc que el juzgador tiene amplias facultades probatorias, ello no 

se opone a In existencia de lns CJ1rgru1 de la prueba, porque el juez no actúa para sustituir la inactividad, 

la negligencia de !ns pnrtes, nino que es un órgano impiucial que no respalda pretCDJ1ión o reni11lencill de 

alguna de ellns, su nctividnd lleva otros fines de manera que a pesar de que no haya 11uficiente material 

de proeoo el juzgaelor tendrá que decidir sobre la relación jurldico-sustancial que ha sido puellla a llU 

con.,idemción. 

En nuestro sistema exi1Jlcn reglas de juicio para el juzgador cuando no se 

tiene el rruficienle material probatorio, que le ayudan a decidir el fondo evitando que pronuncie un -non 

liqueC 
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E9 cierto que en México no existe un precepto constituciolllll que 

estable7.-Cll 111 presunción de inocencia del acunndo. Aunque doctriruuinmente se afirmn - que los 

acusados flon inocentes mientra., no se pruebe lo contrnrio - es la presunción de inocencia, además del 

principio in dubio pro reo. fütos principios pul!<lcn inferirne de una amplia interpretación del nrtlculo 14 

c:Qllstitucionnl, derivndo no de su litcmlidnd, sino de su interpretación. 

Concretamente en aquella pnrte que alude a - la., formalidades esenciale:i 

del procedimiento - y tampoco se va a encontrar uDll disposición que e1Jtablezca cualc:i sean esas 

formalidades del procedimiento, luego se debe atender a la interpretación conceptual de la Corte, y a la 

fecha no entirnn qne los principios citados sean fo1m11lidades, debiendo acudir a la doctrina selectiva que 

no la ngotn, siemlo In doctrina dominante o de avanzada. 

En nuestro pals esta postura la representa Ovalle Fabeln, quien so1Jtiene 

que entre !ns fonnnlidndes enencin(e., del procedimierúo debe contnrne con el principio de inoeencin del 

acusado, - ni ncm111do no se le puede exigir la prueba de su inocencia, y si algún procedimiento 11e lo 

exige, estnrá violando las fonnnlidades del procedimiento-. Esta idea se funda en que la existencia de un 

órgano acusador técnioo-jurldico que tiene el monopolio de la acción penal, por una parte, y además, la 

exfatcncia de un acusado con.,iderado probsble re.,ponsable, de tal llllUlera que no puede exieirsele la 

prueba de 3U inocencia, porque ademit:t en mucboo CllBO/l llefÚID meho!I negaÜVOll de dificil 

comprobnción. 

Ln pmebn incumbe al que afirma no al que niega. Y de Ja pn:m1nción de 

inocencia obtiene bruie11 para obtener la cnrg11 de In prucbs, en aplicnción del sucedáneo de la prueba. 

Aplicación de ln regla de juicio. 
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3.- LA LIBERTAD PROVISIONAL BAJO CAUCION. 

En mnteria de libertad caucionnl la regulnn como resultado de la reforma 

emmlilucional del 3 de septiembre de 1993, son ahora total y nlmolulruncnte nuC'Vas y diferentes. 

AntcriOJTI1entc se irnlicnba que todo procesado penlllmcute deberá ser 

sometido 11 prisión preventiva, esa cm 111 regln, todo mundo 11 In cárcel excepcionalmente podrán obtener 

su libcrtnrl c1111cirm.~l 11quellos ncusndc·s a los que se les imputa un delito, penn media de 5 nllos, etc. 

Bueno en este momento las cosas han cambiado enteramente, hoy se 

podrla decir r¡ue In regla es: tocio procesado tiene derecho n la libertad caucionnl y In excepción serla no 

tienen, no gowu de ese derecho aquellos procesados que se les impute un delito grave. 

La mnyoria de los procesados que al tienen derecho a su libertad caucionaJ.. 

cómo la obtcndrlm, que caución tendrán que poner ante el juzgado. Ahora, no será una caución serán tres 

cauciones, ésta es la forma en la cual el legislador ordinario ha interpretado el nuevo texto del veinte 

fracción primera. 

La caución para gamnti7Jlr In libertad, será 1JJJll caución en cantidad, que 

resulte, asequible ¡mm el procesado, la ÍOnllll que esto se demurollo en la práctica de nuestro tribunales, 

porque con el sistema anterior el juez tenla normas muy claros, que le indicaban, poner Ullll caución que 

podln aplicar cmno mllicimo cuntro nllos de snlnrio mlnimo, bueno pues rápidamente el juez calculaba y 

ponla un nllo, dos nf!os, tres anos, cuatro nllos su mhximo, pero si el delito ba causado datlos, cuando 

menos tres tantos de nuevos, una norma que rápidamente podln aplicar, pero actualmente, es la que sea 

asequible paro el procesado, 111 que sea nlC8.ll7.t1ble, la que el procesado pueda pagar, y que puede pagar, 

esto se traduce en decir, cuál es 111 cnpncidnd económfon del procesado. 
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Empero en el momento inicial que es con.,ig1111clo ante el juez, los 

elementos que tiene el juez pnrn detemunar su capncidnd económica son muy pocos, ante., era principio 

dogmático, que ln libcrfad deberla de concederse, o negarse de inmedÍlllo, tan pronto como el procesado 

lo solicilnrft. 

Hoy, el legL,lndor dice que pnrn que el procesado obtenga su libertad es 

necesario que gimmtice In reparación del clnflo, y pnm ello dice la Constitución, deberá tomar en cuenta 

los cintos que en el momento de conecdcr In libcrtnd tenga n 11u alcance pam detenniunr 

nproximnclnmt'flfe cuál es el monto del dn!lo causado, siendo un solo tnnto y yn no tres tantos del dallo. 

Entonces esas son !ns tres cauciones y deberán de entregarse, suponiendo 

si sm1 tres billctc:i de In Nnci01111l FÍ111lucicrn tendrán que 11er tres billetes, no un solo billete, porque esa., 

diferentes caucione,,, es!An llnmnclas n diferentes de.,tinos, y en collllecuencia es necesario que se le de al 

juez, Ja posibilidad de T1111Dejarlas cncla una de esa., cauciones por su parte. 

La Con.,titución por BU Jado ll03 dice que Ja caución podrá Ber 

posterionuente reducida de nuevo, en fonna, que parece estar diciendo el con,tituyente que hay dos 

momentos, 1m momento inicial en el cual el juez fija el monto de eB8ll tres caucionea y un momento 

posteriur que puede ser tres dlns después, tres Renllllllls después, etc.,. No hay un lapao, no hay un plazo 

fijo, no hrty un ténnino, en algún momento posterior el juez puede disminuir el monto de In caución y no 

queda muy clnrn en In COIL,titueión. Corno tampoco queda traslúcido el número de cauciones, e 

igualmente cuál o cuáles son la., cauciones cuyo monto puede reducirne, pero el legililador ordinario 

tomó su decisión, toda., ne pueden reducir. 

En lns obrns de doctrina que hablan de cauciOllell, ea 1.11 caución que se usa 

siempre, se reducirá en 111 proporción que el juez estime junta y equitativa por cunlquicm de las 
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circun,lancins siguiente!!, se enumeran cinco, no haciendo falta que se reúnan las cinco, si e presenta 

una soln de elhrn bnstn para que pueda el procesado solicitar, y deba el juez otorgar una re(Jucción de 

caución. 1 

1 

Primero: El tiempo que el procesado lleve privado de su libertad, el juez se 

verA llamado n sCT un juicio de valor, un clllculo, cuál e11 In pena, qué más su medio, y en ·rtud de la 

relación entre eso!! dos extremos, podrá el juez dinrninuir el monto que inicialmente In habla · ·ciado a la 

caución, a In cnncióu de In libcrtnd. 

Segundo: La di11rninución acreditada de las connecuencias o < erectos del 

delito, todo esto lo que nos está indicando, es In que la decisión judicial que fija el monto d la caución 

no es definitivn, y que lns prueba.~ que a lo largo del proceso se vaya rindiendo, pueden 11 

acreditnr que !ns con.,ecucncins o los efectos del delito, non quizá¡¡ menos graves que inic 

peru1ó, ello llevnrla aparejada disminución de caución de libertad. 

Tercero: La imposibilidad económica demostrnda para o 

11eilalada inicinhncnte, aun con pagos parciales, auto explicativo. 

Cuarto: El buen comportruniento observado en el centro de 

ncuenlo con el informe que rinda el Cou.,ejo Técni~'-0 Iuterdisciplinario. 

Quinto: otms que mcionalmenle, cond1JZ,C3J1 a crear segurida 

procurara distrnene a la acción de justicia; testigos, dicthmenes, psiquiátrioos, esto darla 

el juez disminuyo el monto de In caución de libertad. 

al juez 
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Entonces, incluso la caución destinada al pago de la reparación del ruino 

incluso esa caución, podrn reducirne si el procesado muestra la imposibilidad económica de pagarla. 

Bien, en tmtandose del de.~tino de la caución, para el caso que se revoque 

la libertad, por ejemplo en donde el procesarlo se oonstituya prófügo, la caución de la libertad se hará 

efectiva y se le entregará al Estado, lo mismo que pnsaba 1111teriormente, la caución de la reparación del 

ruino; se hruú efectiva y se le entregará a la víctima. Y en eso no hay fundamento jurldico para ello. 

Como bien pudo veme a lo largo de esta exposición, el aiBtcrna penal 

siempre ha sido fücnte de dilema.,, que aparecen en terrenos diflcile8, cuando entran en conflicto 

interesen atendibles pero incompatibleN. Entre esoo dilemas figura la opción entre la libertad y la 

reclusión. No tiene caso exnminar tan complejo asunto, pero vale la pena recordar que la prioión tnnto 

preventiva oomo punitiva, se halla tocada por el dcsCTédito. 

J\nte la antinomia, se ha optado por reducir el empleo de la prisión: no 

debe usarne lo más que se pueda, sino lo menos posible. 

En antaflo, nuestro nistemn con.fla enteramente en el juzgador para decidir 

sobre la libertad caucionnl cfo la per.101111, y de esta :mertc anticipa una casi inevilllble ooofiam:a posterior, 

decidir en el desernpeflo de illl fimción sobre la idoneidad de la caución y el monto de la misma para 

efecto de otorgnr la ansiada libertad de aquel que permanece detenido, por e.,o antea de la i:el'onna 

constituciot11\I del 93, In gll.Tlllltln de libertad cnhrvo asociada al término medio aribn6tico ele la sanciQn 

privativa de libettrtd. 
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El fundamento entonces de esas premisas lo con.,tituyen dos factore:i, uno, 

las camctcrlslicns del hecho y otro, Ja, del probable infractor. Hubo entonces asl, una caución ordinaria y 

otra reforzada pero sólo pnrn casos excepcionales, y dirlrunos nunca empleada a pesar de que esta 

conlemplndn en Jns lcgislnciones secundnrins. Aunque trunbién cabe citnr que algunos impugnadores de 

ello 110stienen r¡ue de esa fonnn se imposibililn o di.~minuye el acceso del detenido a la libertad 

cnucio1111l. 

De esa 9Uerle, es obvio que con la refurma con.,titucional de 93 se procura 

mejorar In posición del inculpado y se retraen en la con.,idemción de la sociedad y del otendido, pero 

como quil'lll c¡ue sen es lonble In notable intención de favorecer In liberación de los detenido~, porque de 

olrn manera, qucdarlan en prfaión prcvcntivn. 

Por eso nbom se sugirió la idea de los delitos 8fllVCll y lo no graves, que 

por cierto, yn nh1dimos lineas anteriores, y asl, en el caso de los primeros no existe libertad provisional, 

ope legis, pnm Jo~ prolmhb respotmnbles de los delitos de esta fndole, en tal virtud rige el principio de 

detennin.~ción legnl. 

Finnlmente, cunndo se exruniuaba In posibilidad de inlroducir cambios a la 

institución de l:t libertad provisional bnjo caución, ni nivel del texto constitucionnl, quedo bien clara la 

ide11 de que prcvr,Jcciem el interés del inculpado sobre el de la ··victima-, por ser aquel 1m -presunto 

inocente-, aunque desde luego habrá que hacerlo con cierta., reglns o mejor dirJamo., reRl"Vall, en la 

inteligencill que de hacerlo nooolutnrnente tendrlamos que suprimir cualquier tipo de garnntln que 

pudiera imponerse. 

En In cuenta favorable de la refonna a la que estarnos estando haciendo 
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nlusión, debe snmnrne el hecho de que se hubiese incorporado la figura de la revocación de la libertad 

cnucional previsl11 en el párrafo tercero del artlculo 20 Conatitucional, dado que anteriormente esto sólo 

importnbn pnrn su reAulnción a los códigos procesales. 

Válido resultn entonce.~ sostener que, la refonna CQllBtituciODlll lleva de 

suyo el pro¡x~sito de rcslriugir el ámbito de nplicnción de la cárcel preventiva y lilvureeer la libertad 

provisional rfo Jo~ detenidos. 

Las mejores intenciones rodearon a la reforma COlllltitucionnl, las mejores 

reflexiones alimentaron su corporeidml, pero también sus bondades o por que no, sus defectos sólo 

pueden ser eotmtntadoo en el mundo de su aplicnción en el ejercicio profesiOlllll, sin embargo hasta 

nhorn, son sin durln, un perfecto ángulo de In técnica legislativa y de la recta aplicación de la ley, en la 

materia penal, por cierto, vilipendiada siempre de su falta de tecniciBmo. Quedan esM propuestas para la 

meditación. 

4.- EL DERECHO DE OFRECER PRUEBAS. 

• En el articulo 20 constitucional en su fracción Y se contempla: En todo 

juicio de orden criminal tendrá el ar.usado las siguientes garantias ... Y.- Se le recibi1'n los testigos y 

demás pruebas que ofrezca, concediéndOllele el tiempo que la ley estime necesario al efecto y 

auxiliAndosele pn.m obtener la comparecencia de la., pelllOllllJI cuyo testimonio solicite, siempre que se 

encuentre en el lugar del proceso. -(37). 

Esté cnnon con:Jtitucional no tiene aplicación en la averiguación previa, 

por los siguiente:i motivoo: en la etapa investigaloria, los actos de autoridad tienden a allegane pruebM 

que demuestren la validez de la pre!Cllllión jurídica de la acción penal; son atribuciones exclusivas de la 
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representación social el detczmiuar qué pruebas le pcnnitirán acreditar que la conducta es delito en 

términos de ley y quién es el supuesto responsable; de tal manera que por no existir ncusnción (pues aún 

no se ejercita el derecho de acción) no existe In nece:.idad de la defensa, por tanto, que ae actualice In 

existencia de !ns ntrilmcione., probatorias del indiciado. 

Las fncultndes probatorias que emanan de ellla gllrlUlUa CO!llltitucional, no 

brindan unn proll'Cción nbs1Jlutn n los procesados. 

Las pruebM en el proceso penal deben ofrecerse en los términos y pinzas 

que establece In lep,islnción procesal ordinaria, y, pnm su admisión, deberán ser de tal nalwtlleza que no 

rcs11Jten contrnrins n In ley o n la mornl 

Ahora bien, la regla general que se estudia, es aplicable tanto a la prueba 

testimonial como a !ns demás pmeba., que puedan ofrecerne en juicio pnm demOIJtrar Ja inocencia del 

acusado; el articulo con:rtituciOJJJ1l, en principio enuncia en forma C1111Ulstica la prueba de loa testimoni.Oll, 

pero imnedintamente después le:1 engloba en el díctnd1J general, produciendo ese eR<:to jwidico. 

En esté sentido lo que toca a 1aa lilcultades que posee el j~dor pnm 

admitir lM prnehils que ne ofru.can en el proceso contencioso oon11liluye una carga del ofmmte de la 

prueba el oeflalnr loo elementos que pennitiró.n el de.,ahogo cuando su naturaleza lo i:equieta y que la 

probama tiende n ncrcditnr la veracidad de los hechos materia del litigio. 

En materia pe¡ml, tales exigenciM no rigen, ya que el poder corurtituyente 

CO!ll!agm el dcred10 probatorio como Ull/J formalidad esencial del proi:edimiento, eatablecimdo Ja 

obligación del ,iuzgador de brindlll' procesalmente el auxilio que se requiera para obtener el deMbogo de· 

1aa pmeoos ofn:cidM. 
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Está disposición confirmn los anhelos de brindar seguridad jurldicn a los 

gobernados sujetos n proceso pcnnl; nu curupliruicnlo es una necesidad social; de tal fonna que la 

omisión produce In presunción legal de indefcn.,ión del reo, por viciar su garnntl.a de audiencia y ln 

abstención del juez, en un exceso de poder r¡ne destruye el neto de autoridad de ln recepción de lns 

pruebas y lns determinaciones procesales posteriores que se siguen en el juicio. 

Y, por último, los beneficios probatorios que brinda ln gnrnntla 

cou.,litucimml, son dables pnrn quien fonnnhneute esté sujeto a proceso; si el acusado se encuentra 

prófugo, el haberse m1stroldo de la acción ele In justicia le excluye de la hipótesis constitucional y le hace 

nugnlorio su derecho en la.' ¡lTllcbas. 

No puede gozar de Ja gnmnlla de las pruebas, por que al Sllalraerne de 

acción de la justicia, el efecto jurldico que produce es la suspen.,ión del procedimiento bnstn que se le 

reaprebenrln, y por tales causas no se pueden ndlllitir y de.,nhogar las pruebas que ofu:zcn, sin que ello 

viole gnrnntla.1 inrlividunles. 

Ello es sin dndn el concepto generalizado ante.' de ln reciente reforma 

constituci<Junl que tmstocó el mundo del rlcrccbo pcnnl, en el CJtso, en su parte adjetiva. Ahora con mejor 

y má:i dotnda léctlic11 j11rlt!ir:-11, se sootienc que la.' prnebns, pom ser tilles deben cumplir con ~uisit08 

como lo son:- el principio de unidad de In misma, a través del cuál se cousidem que lna parle!! deben 

estar presente.' en llll desahogo, luego, el principio del contradictorio, en que se permita la discusión 

sobre el contcnido y la certevi de ese in.1trumento probatorio a desahogar, son esas 1M rarones por In <lll" 

11e sostenln que durante In foBe de averiguación previn oólo el Fiscal podrlJ:! allegftl'lle de lM misman. 

Con In llcgnda de In refonna conlltit11ci01111l, ei bien en verdad el mooopolio 

de In. ncción penal sigue estando en m111100 del Ministerio Publico, si en cambio, se pemúle que el 
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presunto re.,pon.,nble detenido o en libertad puedn ofrecer pruebas en su descargo, siendo entonces pam 

nhom que el Repre,enlnnte Social tengn In oblignción de recibirla., y desnhognrlns, y CQIJlO no hnbria de 

ser a.,¡, si se trntn ele una institución de buena fe en au actuación. 

La Jjbertnd del detenido para ofrecer pruebas y desahognrlns, solo tiene Ullll 

limitante:- que los pniebns no vnynn en contm de In moral y las buenas co.,tumbre.,, y por supuesto que 

están prevenida., en In lcgislnción ndjetivn, sin perjuicio de que se trate de aquellllB que doctrinalmente 

se llamnn innominadas, pero que no rnynn en contradicción a lo yn citado. 

La oportunidad de ofrecimiento y desahogo de prueba.'! nace 11 partir del 

momento de :ru detención y fenece ni término de la instrucción; pero ni menos en nuestro Estado de 

Gualllljuato, ese twm:o de tempomliclad puede verse extendido irtcluso en la Seglllldn Instancia bajo 

ciertas reglas que el propio código adjetivo enumera. 
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CAPITULO IV.- HACIA LOS DERECHOS HUMANOS. 

SUI'vfARIO IV: 1.- Concepto de derechos humanos. 2.- Sugerencias pnm 
evitar In innecesaria prisión. 3.- Ln técnica legislativa 
peruil. 4.- Ln polltica pcunl legislntivn en México. 

1 .-CONCEPTO DE DERECHOS HUMANOS. 

LnR nociedades modernas, en la medida que mimn a los altos niveles de la 

civilización, como meta suprema e ideal a alcnnzar, que apareja bienestar politico, social y económico, y 

con ello el pleno desnrrollo culturnl de los pueblos e individuos, se acercan, o pretenden hacerlo, con mi\s 

o menos éxito, n eRn preocupación univcrnnl de cuno relativamente reciente y que conocemos como 

Derechos Humanos, su preservación, ampliación y eficaz salvaguarda. 

Pnrn conccptualiznr a los Derechos Humanos, debemos empezar por 

aceptar que hny un orden que Jos hombres nos hemos dado y que arranca, para decirlo sin mayores 

vucltnR, del pensamiento individnnlisln. 

Convengamos en que a partir de las grandes declaraciones de Detecholl del 

Hombre, en In mi modcmn, hay parcelas normativas que d11D cabida a derechos, que el pueblo quita al 

sobcrnno o que éste cede y que re1mltnn intocnblcs, perennes e irremmci11bles. 

"Esta smnn de deiechos del individuo y en la llUlll8 de éntos del pueblo, y 

en visión univcrnal, nC1Jbn11 o crnpie7)ln, 11icndo el hombre, C-OIDO especie, reconocen y ll!COllOCieron dos 

vertientes o ámbitos:- In de los dcrccboo inherentes a In vida social de los individuos y la de los derechos 

del hombre en su vidn con y el Estndo· (38). 
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Sin embargo, no podemos acotar el concepto de Derechos Hllillllilos, a los 

textos cmwtitucionalcs, pues es mucho mAs amplio. Se ubica en todo lo que hace posible In vida del 

hombre parn 1tlcnn7.ar la dignidad plcna del ser humano, sin que esto signifique In aceptación de un 

jusnatumfürno nnncrónico, ni de un régimen supmpositivo en relnción al derecho que nos rige. 

Si hemo3 de reconocer que la vida moderna atribuye y ~ en cada 

hombre, sin 1fütinción nlgunn, un eslnluto mlnimo de derechos que le permiten su cabal y más nmplio 

desnrrollo, no nie'lllpre ogotndo por el derecho positivo y cuya vulneración irrita a lM sociedades. 

Hoy lo., derechos humanos, vuelven a OC11par y preocupar a los pueblos y a 

los individuos, pues está visto que In rlgidn norma, no puede alC8.ll7..nr el enorme universo de 

posibiliclndes e11 In vidn de los individuos y de ahl el esfuCIZO supremo de preservar esos Derechos 

Humano.,, pero pnm ello, es menester primero, acotarlos y reconocerlos; de otra 911erte, cualquier intento 

en 11u favor, SC1 fo vano e ineficnz. 

Estoblccer un concepto sobre lo que son los derecho:! humanos dista 

mucho de ser oigo sencillo. No son pocas lM defmiciones que obran en ciertos documentos oficialea y 

textos milverailruio11 de circulación masiva. 

Aporte de lo onterior, el térnilno -derechos humano.,- ha recibido divemos 

significados n lo llUflo de la hi11tnrin de In humnnidnd. 

Se hnbln indistinlnmente de dered10~ 1111tumle11, dereehos innato.,, derechos 

fundarncnlnles, derechos individuales, derechos de ll1B pernonns, derechos de los ciudadanos, derechos 

del hombre, dereclK1s 1mbjetivoo, y otro~ calificativoo más. 
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Si bien es cierto, entre estos conceptos y el que ahora en este punto nos 

ocupa puede hnber 1mo ovarios puntos de similitud, cndn 1mo de ellos alude a una especifica situación 

jurldica. Por ello es preciso dejar establecida una definición de -derechos humanoif, que yn de por si es 

un concepto nmplio ni que oorrcspondeu todos los citados en el párrafo precedente, pero para no dejar de 

ser trndicionnl vnlc In imlicnción siguiente. 

Derecboo IIulJIJlilos son -un conjunto de fucultades e instituciones que, en 

cada mornmto hblórico, concrctnn las exigencias de la dignidad, la libertad y la igualdad hUIIlllllllll, las 

cuáles deben ser rcconocidns positivnmente por los onlenarnientos jurldicos a nivel nacional e 

internacional" (3 9). 

Por su parte, otros como Monis Abmm, delegado de lo:i Entados Unidos 

nnte la Comisión de Derechos Humnno.1 de Jns Naciones Uuidas, seilaló categóriClllllellte que se llama 

derechos hnmnno3 n "aquellos derechos fundamentales, a los que todo hombre deberla de tener acceso, 

en virtud ¡mrrummte de su cnlidad de ser humano y qlle, por lo tanto, toda sociedad que pretenda Her una 

nociedad nuténtienmente humnnn debe ga.mntizar a sus miembros- ( 40). 

Algunos mAs loo definen como -el conjunto de facultaden, prerrogativaa, 

libcrlndc.,, prcten.,iones de carácter civil, polltico, ecouómico, social, cultural, incluidos los recursOll y 

mecanismos de gnrontln de lodns ellas, que se reconocen al ser humano, C008idcmclo individual y 

colectivnmente- ( -1 1). 

!,a plumlidnd de defmicione11 denota que la realidad de lOll dcreclios 

humanos, en lnnto concepto cultural, no puede :mstmerse n la evolución históñcn de la humanidad a la 

que vn definitiVftlllente lip,ndo. He mencionado aqnl algunas defmiciones, si acaao aquellas que me han · 

parecido las nul.11 esclnrccedorns. 
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Sin duda, pues, la de los derechos humnnos es una realidad dinámica, 

cambiante e infegrndorn de los avances de la sociedad a lo largo de la historia. 

Asl entonces, podemos sostl'!ler que algunas de la., características de los 

derechos humanos son :-

a) Imprescriptibles.- lo que quiere decir que el simple tromcurso del 

tiempo no determina su nclqui.,ición o su pérdida. 

b) Innliennble.,.- e.,to es, que no son objetos de trnnsferencia a otros 

sujetos. 

e) Irrenunciables.- no son de aquellos derechos a loo que pueda 

rc:mmciarsc. 

d) Inviolables.- !miándose de derechoo absolutos, sólo podmn 

trru111grcdirsc c1mwlo exista tlllJl limitación legal para IJU ejercicio. 

e) Univcrnoles.- se extil'!lden a todo.' los individuos por dimanar de la 

nnturaleza humnrm, participando todos por igual. 

f) Efectivos.- no es suficiente con un mero reconocimiento como principio 

ideal y abstracto, si110 que CODJ1tituyen una exigencia de nuestro tiempo y aaimimno un c:ompromiaO de 

trabajar incar111nblemen!e para su milización. 
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Hoy en din, In principal cnrncterlsticn que envuelve a los derechos 

humanos es el de au promoción universal. Se pretende que aparte de su concreción en 1011 leidos 

nonnntivos supremos, su renl y efectiva nplicnción comYlituya una tnngible realidad. 

Aún existen zonas en el mundo en donde los derechos bumnnos son 

ignorados. Aunque, también es cierto, existen fuertes presiones de la comunidad para tennirulr con éste 

proceder cootrnrlictorio a la dignidad humnnn. 

No basta con la proclamación en las Constituciones de los derechos 

hurnnnos, ya q11c esto no e~ otra cosa que In cnuncinción de un compromiso de todos por materializar el 

espíritu de los dercd1os en cuestión. Se trntn de realizar un trabajo arduo y constante para su concn:ción 

real. 

Sin duda el reto en nlleslron di.ns en materia de derechos humano., es, por 

principio, e<.mr)l)Cflo• e identificarlos plcnnmcnte, y luego luchar contra todo aquello que se opoDgll. e 

impida Sil vigenci11. 

7odn persona debe conocer sus derechos, asi oomo !IU8 obligacione.,, a 

efecto de cjercerloo eficaz y respommblemente. Quien conoce llU9 dm:cbos, y también sua debereB, 

CQlltribuyc dC"Cididnmente a la creación de un orden social nuevo y ju8lo- (42). 

Por sil pnrte, los poderes públicoo deben aswnir con reipo11114bilidad la 

encomienda que se les hn asignado. Diclw de otro modo, deben procurar mejorar laa condiciones 

sociales, eulturnle., y económicas de los ciudndnno., a efecto de poder concm.u IOll principiOll 

estrncturnles rfc fo sociednd orS11ni7.nd11 y civili711dn:- In libertad y la igualdad de individuoli y 8fUPOll· 
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La educnción e infonnación adecuada de las personas, asi como In correcta 

actuación de los poderc.q públicos e instituciones de gobierno (particularmente In procuración y la 

admiuistrnci6n de justicia) contribuirán a In solidaridad en todos los niveles, pnra lo cual serán 

nece.~nrios un crclcn jurldico respetuoso de In dignidad humnna y del ejercicio de la responsabilidad 

ciudnd1mn. 

Esto no significn otra cosa sino que vamos en camino a una direelll cultura 

de los derechos hmnnnos, que en lo que a nosotros importa avnnza sobre la senda del derecho pen.al 

sustantivo y adjetivo, lo que importa ya un cambio tm.~cendente en la actuación de la autoridad respecto 

del deteniclo. 

Viendo esa necesidad, el camino que sigue el derecho punitivo pasa de ser 

un mero derecho penal de autor, porque parece que nos interesa mAs la personalidad del sujeto, con toda 

la problemática que ello implica, para ser en la actualidad un derecho penal de acto, en donde se resalta 

yn, la trascenrlencia de la acción y conducta del sujeto activo. En la medida de su avance, es indudable 

que vamos directo n un pleno reconocimiento de los 11111Il11dos:- derechos hUIIlllllOll. 

Pensar y actuar en los derechos humanos, es pensar en un mundo mejor. 

2.- SUGERENCIAS PARA EVITAR LA INNECESARIA PRISION. 

Pnm ser pronta y expedita In justicia penal de favorecer, hMta donde sea 

l'llZOllllble y po~ihle, ln nbrevinción de los proccdimientoo, sin descuidar en ningún aspecto los dem:hos 

del ofemlirlo y de In sociedad, ni lns gamnttnB constitucionales de lo., procesados, a través de juiciOll 

verdndemmente sumarios en los que dóminen los principios de concretación procesal y la oralidad, asl 

como el de procumr 1mn efectiva repam.ción del dano. 



82 

Además, In justicia pennl, en lo que quepa evitarlo, no hn de oignificnr 

carga para In nociednd en cunnto n co•to• de renliznción, como basta ahora bn sucedido en In mayorln de 

los ca,os n consecuencin de un sistemn en que, por ser pocos los delitos que tienen pena., altem.ntivns, 

abuodnn los que dnn lugar n In snnción preventiva durante In tramitación del proceso, quedando el 

inculpndo sujeto 11 In necesidad de obtener su libertad provisional bnjo cnución, ei ello procede. 

Esto es, In prfaión prewntivn se hn venido aplicando en In averiguación de 

grnn número de delitos y tnl pollticn procedimental -que dan lugru- a un anticipo de la eventunl 911Dción­

pugnn con el principio de que a Mdie se le habrá de castigar sino brurta que su culpabilidad &en 

declnmdn en senlcncin firme. 

De consiguiente, esa forma de proceder nfrenta en lo moral la dignidad de 

In pernonn y en lo mnterinl ca.,tiga a quien sufre la detención y grava a In eociednd, porque cata tiene que 

so:itener los estnblecimiento., carcelarios y In manutención, en sentido nmplio, de quienes se bailen 

inlernndos, pues snberoos que pese a los propósitos consignados en reglmnentos de funcionamiento 

dichos centros no son autosuficientes. 

La priaión preventiva tiene Mi.mismo, el efecto inicuo de que sirve de 

medio pam exhibir desde luego ni inculpado como inñuctor de In ley y PftI8 presiOD11rlo a fin de que &e 

coloque en •itunci<me:i o connientn en prestaciones que procure quien lo inculpe y que sólo deberian 

ju.,tificnrse ni cxi.,lir una sentencia finne de condena; e:ito sin perjuicio de aplicar medidas pRCautoriM. 

- La prisión preventiva y la innecesaria priRión por c:ondena ac:armm 

también In separación del sujeto inculpado de su lugar de trabajo y de su ambiente familiar, alcanzando 

rull un irracional efecto trnscendente en perjuicio de los familiaml que se ven privados del apoyo 

económico y del trnlo cotidiano que dnn contenido a !8.'I relaciones en el bognr "( 43). 
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Por otm parte, In sobrepoblnción de los reclusorios ncrecienlll en ellos las 

condiciones de promiscuidad, dificulln imponer disciplina en lo interno y favorece In corrupción 

genernli7..11ili1, propiciando lo que In misma sociedad ve con desilusión en eso., centros, que debieron 

servir pnm In renrlnplnción de los delincuentes, constituya -escuelas del crimen-. 

Se nflnde n lo anterior, In circunstancia de que por los cambios habidos en 

In vida socinl del prencnte, compnrnrln con la época m que so expidió el Código Penal en nuestro caso 

pnm el Estndo Gunnnjunto ha surgido In obsoleccncin o simple inadecuación con respecto a !ns penas 

nsignndM a múltiple• rlclitos. 

La problemAticn nqul scnnladn ha venido motivando divernas refOTDllllJ a 

!ns leyes sustnntivns y adjetivas del orden penal. 

De esa refonnn., derivan dos afumaciones contundentes:-

Ln primera apreciación CODJ1iste en que la adopción que se ha hecho de 

reglaa que abrevian el trámite en COIDparnción con el procedimiento ordinario, no ha provocado 

conseeuencillll inconveniente.,, sino q11e han podido aplicar con algún beneficio para todos los 

interesados; que tmnpoco l.mn pro<lucido CQ11llecueucillll i11cor1venienles la instauración de la libertad 

provisiOlllll en In fose de nvcrigunción previa y no solamente por el juez del trámite del proceao. 

Tampoco In., nmplinciooe., que se han hecho en cuanto a la procedencia de 

In libertad cnucionnl, como tampoco ha sido corúroproducenie la ampliación del requisito de querella 

pnra al>MClll" mAs delitos que se sujetan a ella, ni la dettpenlllización de algunM conduetM c:arenlefl de 

gravedad, ni las fómml11s de suslilucióu de las peMs ni de prelibemción. 
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Y, todo ello es mero significativo de un elementnl ueguimiento del respeto 

n los derechos hmnnnos, como yn en el npartado que antecede lo dejamos enunciado. 

En fm pues, que ninguna de las refOIDlJls adopta en In última década, hn 

producido expcricncins que ncon.~c_jen dnr marcha atrá.,. 

Ln aegimdn nprecinción n la que hnclarnos referencia, es que pe.,e a lOM 

rcfonnru1 recientc8, subsisten aún casos de privación innecesaria de In libertad del inculpado o de 

sentenciados inclush>c, , por prevalece la urgencia de avanzar más en In., regla., que pennitan mayor 

celeridad en los procedimientos y que den mnyor margen de adecuación a las sanciones y má8 

efectividad n su ejecución. 

Ademl111 n In prisión provcntivn, se le debe dar cnbnlidad el efecto de abono 

que ordena el último pArrnfo del articulo 20 cotmtitucionnl nntes de In reforma. del nl1o de 1993. 

Este pnnornmn me llcvn n proponer alg1111as modificaciones a In legislación 

ad_jetivn penal, que en In pnrle de conclusiones 1fo este trabajo citaré. 

3.-TECNICA LEGíSLATIV A PENAL. 

Dnjo este rubro, haremos una somem referencia n los principios, reglas y 

fonnns que el lcgi.,lndor hn de observar en la elnhomción de la leyes penales, pam el efecto de que 11U 

creación sen lógica cot1stitucionnl y práctica. 

Que lm1 leyes sean lógicas implica el que en fonnn alsuna contradigan las 

estructurns ontológica., o lógico-objetivas. 
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Que sean comlitucionalCll se refiere a que respeten las limitnciones 

establecidas en In ley fumlnmentnl y sean el ámbito del su competencia ; y, que sean práclicns, conlfovn 

la idcn de C]llC estén re<lnctndns y sistemati7.ndn.~ en formn clara a fin de que se puedan aplicar fácilmente. 

En su hncer lcgi.,lntivo, In autoridad no puede conlrnrinr la9 leyes de la 

lógicn, ele In nnlnrnlcw o ele !ns e.,tn1ctum.'l lógico-objctiva.'l, porque eslnrla penetrando en un campo que 

le entá vedado y, si lo hnce, su actividad serúl ilegitima y carecerla de sentido. A e.'lle respecto, conviene 

puntualiwr que lns leyes no pueden reglamenlnr otra cosa qlle no sen el comportamiento humano y en la 

mcdid11 en que In norma pueda efectiv11mcntc ser llevada acabo porque mnterial y mornlmente es posible. 

Las leyes no pueden regular fenómenos de In D/lturaleza oorno que no 

llueva en detcnninada época, que In gente sea <le <lctennina<la e.'!taturn, que los seres vivos alteren su 

ciclo vital, y que los dlM tengan má.q horas, etc., tampoco pncde exigir al ser hu1IllllJQ, comporlamientos 

que no pueda renfü.nr, material o mornlmcnte, porque la nomJ.11 es tal en cuanto exisie In posibilidad do 

que se cumpln cm1 el comportamiento ordenado o prohibido. 

Lns Cmmtituciones de los pallles, de \lDll forma u otra, establecen 

limitaciones a los órganos legislativos que, en mnteria penal, se hacen CODBÍJltir en que el legislador no 

puede =r lcye.'l penales en sentido técnico con el contenido que quiera, es decir, Lo. autoridad encargada 

de crear las lcye.'l no e.'!la en aptitud de scllnlnr cualquier conducta con el carácter de delito, ni puede 

seflnlar cualqnier pellll. 

- Lo deiienble serla que la ley primaria destacara cuale,oi son las 

caroetetlsticns que debe tener un comportamiento para qne pueda califiC3tlie en la ley como delito, y 

también de.'!lnque cunles 9011 !na mmciones que se pueden esl.nble<:er en la leyes con el carácter de penas -

(44). 
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Renpctaclns las limitaciones y prohibiciones, el legislaclor tiene la fncultnd 

ele calificar como delito cualquier comportamiento del ser humano, lo cual conduce en muchas ocasiones 

al exceso. Ltt prnducción legislativa penal es tal que, existen immmerables figura., delictivns, muchas de 

las cuales 110 tienen Tll7..Óll de existir, bien porque ya exista una ley fuera del catálogo de cielitos, y en 

otros CJ:tsos, tam¡)OC<) el •mmento de la penalidad de los yn estnblecidos es gnmntla de la di:mtinución de 

la crimirmlirlnd. 

Por eso la elaboración de leyes, de reglamentos que en materia penal rigen 

deben ser siempre objetivos y que cuenten con un renpaldo doctrinario y práctico, no se trate de regular 

furnia el mAs mlnimo detalle ele la actividad humnna, sino de seguir respet1111do los ideales de la 

comunidad. 

El órgano legislativo M el proceso de elnbomción de leyes, debe tener 

cuidado en escoger lns pnlabrns que mejor expre11en lo que se quiere legislar, yn que, de no 11er Mi, la 

disposición legal una vez que n11ce no puede tener un significado muy diverno al que originalmente 

quiso, prencntándo!le In discordia de la voluntad lcginlativa y la disposición legal, que generalmente 

significará lma circimst11ncia adversa sobre In utilidad de la ley. 

AdemAs de las palabras, el texto debo gramaticalmente integm111e en mejor 

forma. Ln estn1ctura de las e¡¡presiones escrita., tiene quo 11er la mejor. 

Dentro de su labor, el leginlador tiene que estar consciente de que existen 

palabra., com:eptuales que sun nquellas que cont.ieuen en 111 ntilltlllls la de3cripci6n de unbecho, oomo 

matar, mb11r, violnr, etc., que hnn sido crendns en el lenguaje para simplificar la comooicación. 
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En efocto, decir que nlguien utilizó In fueran fisica o moral para tener 

relncioncs seinm.lcs, e., expresar que alguien violó; decir que clguien se apoderó de bienes mueblen 

ajenos, es nlinnnr que robó. 

Estns pnlabrns conceptuales deben hacerse un Indo en In práctica 

legislativa en nms tic In simp!C'l.n de cHtilo y de In claridad de !ns leyes, tratando de definir el 

comportnmicnlo o hecho delictivo en su expresión nmplin. Cuando esta regla no es re.'lpCtada, surgen los 

denominados tip<Js abiertos que se C011trnponen a los tipos ccrtlldos; en estos últimos eiciste ullll 

dc.~cripción clara del contenido del comportamiento que e9 ID11tcrin de sanción. 

La Cmrntitución lm establecido mecanismos para que la gente que integra 

los órp,nnos lcgislntivos no se perpetui:- en ellos, esto es, para que no permanezcan indefinidamente. Por 

eso e'lliste mm conslnnte renovación de In legislnlum, porque su., miembros tienen un periodo cuyo limite 

ya eatn previnmente determinado y, ni comparamos 11 los integrantes de una época y o1ra, podremos 

observar que quienes integran ese órgnno son personas diversas, si bien es cierto que ae permite o que 

ésta permitido que quien baya sido diputado lo puede ser en periodo futuros, siempre y cuando, no sea en 

el que es inmedinto. 

La renovación cmmtnnte permite garantizar que lOll representantes de In 

sociedad realmente sig1m eon.,crvnndo esa cualidad. El órgano legislativo, ante los problemllll y las 

situncionca mcistcnles, fommln leyes, derogn y modifica 11111 ya eicistente11. 

ERe momento futuro es el que, en su ca.,o han de normar !ns legislaturas 

pr6xirnns o 11ctu11les n él, sobro todo si ne con11idera que no se trata de cuesliODelf de prevención o 

resguardo de inm umterin dctcnninndn. 
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El legislador antes de realizar una codificación, debe sel\nlame cual es la 

forma de estructura interna que adop!llrá:- libros, titulo.,, capitulo.,, secciones, etc., y ceilÍille a ella. 

Estos son los lineamientos que por lo menos a nuestro juicio, debe seguir 

el legislador en la elaboroci6n de las leyes penales. Es decir, que siempre ha.lmí de exislir en la ley una 

no11IJJ1, y una objetividad tutelada. 

Por tales I!l2'.ones, la elaboroci6n de la ley penal menx:e especial cuidado, 

habida cuenta que de no seguirse e.,ns disposiciones mlnimas, el alcance de la ley puede afectar inclusive 

la esfera de libertad del gobernado o del destinatario de la nonna, de tal suerte, que la ley puede inclusive 

estar por enciml.I de los llamados derechos lnnrumo:i. Luego, ese cuidado es tesponsabilidad del 

legislador. 

4.- LA POLIT!CA PENAL LEGISLATIVA EN MEXICO. 

Pam poder entrnr nl análisia de como es la polllica penal legirdativa en 

México, CODBidero conveniente establecer algunas delimitaciQIICll conceptuales a efecto de JlRCÍBar el 

tema a que nos vamos a referir. 

Por una parte, se entiende por polltica penal legislativa • a aquel aector de 

la polltica criminal, que se a:ficrc precisamente a la legislación en materia penal; la que abarca tanto a la 

legislación penal sustantiva oomo a la procesal. y a la ejecutiva "(45). 

Por lllnto, para poder hablar de esto lleClor de la politica criminal.. es 

lambién conveniente tener una idea de lo que se entiende poi" polllica criminal. 
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La polltica criminnl lm sido y es entendida, - como la polltica en tomo ni 

prohlcum de In criminalidad; constituye un sector ele In polltica general del Estado, y comprende todo el 

conjunto ele decisiones de medidas que el Estado adopta frente al fenómeno de la criminalidad, y se 

entiende, por otrn parte, que esa polltica criminnl cfobe ser considerada, a su ve7~ como un sector de toda 

In pollticn socinl de un Estndo -(46). 

Entonces, el sector que nnaliznmos, es apcnns un sector reducido dentro de 

toda csn pollticn Rocial que corresponde desarrollar ni Estado para el cumplimiento de las funciones que 

se le encomiendan. 

Cuando hablamos de la po!Uica legislativa pelllll, nos referimos 

cspeclficamcntc n In lcgislnción que tiene ese cruúcter, porque, junto a esa legislación penal existen otma 

que también formnn psute de In polltica criminnl, en la medida en que, de alguna manera inciden 

también en el fenómeno de In criminalidad. 

Ahnrn hien, dentro de lo legislnción estrictamente penal, distingui1J101111: 

In lcgi.dnción pennl sustantiva, ndjctivn y ejccutivn, en In medida que todas ellas inciden en la figuro y 

tmtnmiento de un pcr.¡nnnje del proceso pcnnl, me refiero, al detenido. 

Lo nnkrior establece Ullll exigencia para el legislador, cotmistente en que al 

momento ele dnr migen a 111111 regulaciones tome en cuenta algunos biene., que individual o 

colectivamente requieren de protección jurldica. Una Vl:Z tenido ese conocimiento debe hacé:7' una 

jernrqui7..nción de esos iutcre11cs, el legislador debe dejar para el derecho penal únicrunente aquellos que 

sean fimdruncntnlc11 en In vida orderutda en comnnidsd. 
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Todos los dem.hs intereses o bienee que no tengan esa caracterfsticn deben 

ser excluido., <!el ámbito del derecho pc1111l, y, en todo cnno contemplados y protegidos en otrn:i área., del 

derecho. De esln mnncrn, por lo lnnto se irán detcrmillllndo los limites, los alcances precisos que 

corresponden 111 derecho pennl. 

Solo esos bienes de fundamental importancia justifican In intervención del 

derecho pennl, de nhl que - se afirma que el único objeto de regulación de las normas penales lo 

con.,tituye In conductn humana, ninguna otm cosn pueden prohibir u onlcnnr dichas normas -e 4 7). 

En cnrln UM de estas legislncioncs se puede identificar nstumlmente, una 

ideologln que a seguido el legislndor, o que, por lo menos, a imprimido el legislador a esa legislación. 

Un sistcmn pennl en donde el principio de legalidad no tiene el mismo 

alcance que en el nuestro, en cierln medida pierde importancia, pues que en él se desecha el principio de 

que solo pueden prohibirse u ordenarse penalmente conductas humanas. 

El legi.,lndor, de acuerdo con lo anterior ya no esta limitado a elllablecer 

regulaciones sólo del comportamiento humano, sino tmnbién situnciones o estados de la persooa. las 

medid11., que se puedan imponcr según estn concepción, no tiene que ser ~ariamente penas, . ni 

tampoco tienen que ser penas con una duración determinada, sino que ahora se autoriza la imponición de 

sustitutivos de In penn, p11rticulnrmente de lns privativa., de la li~. 

De est11 mnnem el contenido de la legislación penal, definitivamente no 

permite ln ¡xmibilidnd de tran.,gredir el respeto a los derechos humanos por parte de los órganos del 

Estndo que intervienen en el conocimiento de los delitos. 
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En cambio, se va linútando paulatinamente el uso exce.1ivo del derecho 

Ante la RÍhlllción deRcrita de la pollticn penal legislativa observamos que la 

reciente refomm coustituciounl del 93, a irúciaclo en México, un movimiento de rcfonnn legislativa en el 

campo del derecho penal, vnriando la lifo.qofla que in.qpiró nuestros anteriores códigos penales, pero 

sigue prevaleciendo In oriCTitación positivista y por ello, en el plllIIO fonnnl, de los derechos humnnos. 

Ante estos cambios, llegamos a la conclusión de que en el ámbito 

legislativo se recmniencla, entre otras cos11s, penns mas racionales, y consideró que las penas privativas 

de la libertad snmnmente elcvnda.q son irracionnlcs ¡mes ya no se mantienen dentro do los limites que se 

justifica hnblnr de urui reacción adecuada del fenómeno que se trata de combatir. 

Como pudo veme, la rcfonnn constitucional viene a revolucionar lo9 

e<mceptns trndicion11les 1fol derecho penal s1i1tantivo, n4ietivo y ejecutivo, y, todo olio Cll producto de una 

nlllyor cl11.1 idncl por lo que hnce a la rcoricntación de la lcgilllnción penal. 

En caos pocos puntos, que fueron objeto de reformulación a nivel del testo 

CQ!Jfltitucio1ml, podrlnmos afirmar qne la legialación a seguido la orientación estn.blccida en la modemn 

polltica pennl legislntiva. 

- En 111 nctunlidnd en México, se manifiesta independientemente de todos 

estos aspectos extrernoR en que ae llega ni uso del dereebo penal, una tendencia a lograr que el derecho 

penal se njuste a e.1os linenmieutos que hemon ~ef1alado con anterioridad, que son los de nuestra 

Comtitución y los propios ele 1m Estado de Derecho Dcmocriltico - ( 48). 
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- Por tanto In nece:iidnd do plantear u1111 reforma integral a todo el Ristema 

penal del Eslnrlo mexicano, es a su ''CZ de tnl manera que contemple por llilll parte de mnnern integro! In 

legislación pennl, es decir, que comprenda tanto a la sustantiva, como a la procesal y al ejecutivo. 

Además que este orientada por un pen.,runiento uniforme. - ( 4 9). 
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e o N e L u s I o N E s. 

En un estado de derecho como el nuestro, debe partirse del re:ipeto de una 

serie de gnmntfas del individuo. La acción del Estado encuentro entonces su limite en detcnninada 

imngen del hombre, como reducto que no cabe invndir. Para expreslll' esta idea cabe acudir ni concepto 

de -dignidnd lmmnnn- tnl como se concibe en tmestro momento histórico-cultural. 

Sólo cunndo In penn se imponga n alguien por algo que pueda considem111e 

obro suyn en cunnlo ser mcionnl, se respetn In dig1údnd humnnn. Atentaría a ella CMtignr a 11.!guien por 

un hecho ajeno n su hncer mcionnl. 

El fütndo democrático de derecho tiene que ofrecer al individuo la 

posil>ilid11d de evitar In pctm comportándose aegún el dcre<:ho, que implica desde luego, no abu.,llI' del 

derecho represivo del fütodo sino en In medida de lo posible dejar a un lado su utilización, que por 

cierto, e.~a es la orientación final de las recientes reformrui a la COlllltitueión y a las leyes locales 

sustlllllivas y adjetivas amén de 111 ejecutivas. 

Enlaza esto con la exigencia de la seguridad jurídica: el ciudadano ha de 

confinr en que dirigiendo m1 nctuación en el sentido de las nonnas jurídica., conforme a una normal 

racicmnlidnd. no va 11 poder scrcastigmlo. 

Todo ello sirve, de fündamento a diverMll exigencias amplimnente 

nceptnclas hoy que pueden considernt11e pre1mpuentos de la poaibilidsd de CQll.llidernr a una per11ooa como 

culpable, evitnudo In prisión preventiva que ya por si misma significa un adelanto de la prillión 

definitiva, cutmrfo que el proceso penal puede inclusive desencadenll!' en el dictado de 1lllll sentencia· 

absolutoria. 
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Asi n füerzn de querer ser enunciativo, dirlamo9 que n guiso de 

n) Todo neto de autoridad pnm que tenga validez y produzca sus efectos 

juridicoa licito~, debe consngrnrnc por escrito y provenir de unn nutoridnd facult.nda pam ese propósito. 

b) Todo ncto de nutorirlnd debe ser fundado y molivndo. Deben ob9ervarse 

!ns formnlidndes del cnso. Fundar es In oblignción del titular del órgano del Estado de scf\nlar en 811 

mnndrunienlo el nrliculo de In legi.~lnción que cstnble?.ca su esfera de competencia y exigir del particular 

el cumplimiento de lns obligncioncs que le corresponden. Motivar con.~isten en el rnzonamiento 

contenido en el tC'Klo del neto de nutoridnd, donde se indican los supuestos notmlltivos que se ndecúnn ni 

neto mnlerinl donrle se nplicn In ley. 

c) El MiniHterio Público titular del ejercicio de la acción penal en In 

e!nbornción de In nverigunción previa con rus focult.ndeB de investigación, debe pennitir el acceao ni 

detenido a participar nctivnmente en tnl función nceptnndo todos aquellos medios probatorios que le sea 

ofrecidos y promover n n11 desnhogo. 

el) El litigio en mntcrin penal, se l"OIJ.,ngm de dos nmnem3:- mnterinhnente, 

con In prckmión jur!dicn que es el contenido de In acción penal del Mmisterio Público y con la 

contestnción del cargo que h11gn el ncusndo en In midiencin de In declaración prepnrntoria, en el auto dé 

fonnal prisión, en donde se precisa el delito por que se va a juzgar al gobernado, expmmndo que prneba., 

suslcntnn In ncusnción. 

e) La libertad provioionnl bajo caución, ea una gimmtia cormtitucioonl de 

los gobernados que Slm objeto de proceso penal. Su procedencia nhom, se el<llmin.a con base a la división 
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de los delitos -flrnves- y -no graves-. Se otorgn a solicitud del interesado y se resuelve de plano siempre 

qnc se otorgue ln crmción ftjadn. 

La caución sen\. fijada tomando en cuenta lns condiciOllCll económicas del 

detC'llido hnciendo que sen en ln medido posible -asequible-, esto es, se tomará en cuenta su condición 

económica. Se revocnn\. sólo en los casos que !ns leyes procesales lo admitan y fijen. 

f) El ncusnrlo en el proceso pcnnl tiene el derecho de defensa y lo podrá 

ejercer por si o medinnle nsesor lcgnl. Su fncultnd !lllCe a partir del momento en que se hnyn detenido a 

disposición nmtcrial de cualquier autoridad y con ello pennite que se protega de cunlqufor acto de 

concción n su pernonn. 

g) Las facultnr!cs probatorias del acusado no son gnmnllns absolutas. Las 

pmebns deben ser ofrecidos en los ténninos y pln?.Os de las leyes secimdnrias, e inclusive ofu:cenie 

durante In fose de ln nvcrigunción prcvin, teniendo la autoridad investigadora la obligación de su 

recepción y desahogo. 

h) La declnrnción concciouada del detenido produce su 

inrott.,tituciom1lid11r!, lo 1111e impide 1111e tenga In cnlcgorla do pmebn confesional, y ccn efeclOfl 

probatorios. 

i) Los careos conslitucionnles quedan sólo a dispo.,ición del acusado, 

quien inclusive puede renuacinr n ellos. Ante:i recuerdáse que era llD8 obligación procesal. 

j) Los pl117m pnm concluir los procesos ~le11 son rlgidos e 

improrrogables, m1lvo que el detenido o su defensor soliciten su ampliación para el solo efecto de ofrecer 
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pruebas. Si el juzgador en ese plazo no decide In sentencia ello corrntituye un excc.~o de poder, pero no 

precluye el derecho de acción penal. 

k) Lns conclusiones ncusatorins del Ministerio Público puntualizan el 

ejercicio del derecho de acción penal, deben seflnlnr con precisión las prueba., que integran el tipo penal 

y hagan fundnrm.•nto de In reopon.,nbilidnd del ncusndo, son continentes de una reflexión. 

1) Ln ab:iolución de In in.1tnncia en materia penal esta prohibida. La 

gnmnlla del non bis in ídem nutorizn la aplicación de In figura de la cosa juzgada. 

De todo lo dicho lmsla aborn se deduce la siguiente conclusión 

fimdamentnl:- el derecho penal existe porque exfate un tipo de sociedad que lo necesita para numtener las 

condiciones fundamentales de su sistema de convivencia. Sin él, es decir, sin la sanción y sin In 

detención del inculpndo salvo en !ns cuestiones de los delitos -gmves- no debe abu11nrae del derecho 

represivo. 

Deben proponerse alternalivllll para aquellos que dado su acto penalmente 

relevante no e.,lén en prisión preventiva innecesariamente, permitiendo su anlida, pma ello propongo 

también, la eliminación de algunos delitos que han perdido su 11ignilicaeión y nlnnna social, un ejmiplo, 

lns injurias, In lcsirmes levi:ifmas, los dnflos culposos con motivo del trárulito de vehlculos, etc., evitnndo 

con ello el fenómeno de In conlnminnción peuitenciarin. 

Todo ello ninguna validez lendrfa 11ino se acude aun principio esencial, el. 

reRpelo 11 la dignidad humnni1 y n los dcreclms públicos subjetivos, a la par que los derecho!I hlJlJlllIIOS, 

para ello He requiere de una profunda lrnnnfonnación ni nivel de la politica legialativa penal. 
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Vayan pues cslns consiclcmciones para la discusión. 
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